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 TOCA 01/2023-1

EXP. 808/2021-3

	RECURSO DE APELACIÓN: **********/2023/SS-1.

	JUICIO CONTENCIOSO: **********/2021/3.

	ACTOR Y RECURRENTE: **********

	AUTORIDAD DEMANDADA: DIRECCIÓN GENERAL DE LEGALIDAD E INTEGRIDAD PÚBLICA DE LA CONTRALORÍA GENERAL DEL ESTADO.

MAGISTRADO: CLAUDIO ALBERTO ALVARADO BARRAGÁN.

SECRETARIA: TERESA DE JESÚS MOLINA AGUIÑAGA.


San Luis Potosí, San Luis Potosí, veintidós de septiembre de dos mil veintitrés. 

V I S T O S para resolver los autos del toca **********/2023/SS-1, formado con motivo de la interposición del recurso de apelación presentado el nueve de diciembre de dos mil veintidós por la parte actora **********, en contra de la resolución de veintiuno de octubre de dos mil veintidós, pronunciada por la Tercera Sala Unitaria de este Tribunal en el juicio contencioso administrativo estatal número **********/2021/3; turnado a ésta Sala Superior el nueve de enero de dos mil veintitrés, mediante el oficio SA-**********/2022, signado por el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria; y,

R E S U L T A N D O

I.- La resolución materia de apelación, concluyó con los siguientes puntos resolutivos:

“PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- Se decreta la legalidad y validez de los actos impugnados, de acuerdo con las consideraciones, fundamentos y motivos expuesto en el Considerando Sexto de la presente Sentencia. 

[…]”

II.- Inconforme con la referida determinación, la parte actora **********interpuso recurso de apelación, por escrito presentado el nueve de diciembre de dos mil veintidós, en el buzón de promociones de este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa y recibido en esta Sala Superior el nueve de enero de dos mil veintitrés; atendiendo a que por auto de quince de diciembre de dos mil veintidós, con fundamento en el artículo 152, último párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado
, el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria, ordenó remitir a esta Sala Superior la apelación y el expediente **********2021/3.
III.- Por acuerdo de diez de enero de dos mil veintitrés
, se admitió a trámite el recurso de apelación, interpuesto por la parte actora **********; así mismo, se ordenó notificar y dar vista con copia del escrito de cuenta a la autoridad demandada Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado, para que en el término de tres días hábiles manifestara lo que a su derecho conviniere.

IV.- En auto de veinte de enero de dos mil veintitrés
 se recibió escrito de **********, en su carácter de Director General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría del Estado, mediante el cual desahogó la vista otorgada en el acuerdo de admisión, respecto al recurso de apelación planteado por la parte actora; y en acuerdo de veinticinco siguiente
, visto el estado procesal que guardaban los autos, con fundamento en lo dispuesto por el artículo 154 del Código Procesal Administrativo vigente en el Estado
, se citó para resolver el presente recurso de apelación.
CONSIDERANDO

PRIMERO. Competencia. Esta Sala Superior Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, es competente para conocer el presente recurso de apelación, en términos del artículo 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 8, 9 fracción II, 23 fracción V, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 152, segundo párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; y 217, último párrafo, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí; en virtud de que se reclama una sentencia definitiva pronunciada por una Sala Unitaria de este Tribunal.
SEGUNDO. Materia de la Apelación. La integración de la Litis en segunda instancia se funda en los artículos 217, último párrafo, 218 y 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en aquiescencia con los numerales 152 y 156 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, cuyo texto legal a continuación se reproduce:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario. 

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 218. El recurso de apelación se promoverá mediante escrito ante el Tribunal, dentro de los quince días hábiles siguientes a aquél en que surta sus efectos la notificación de la resolución que se recurre.

En el escrito deberán formularse los agravios que consideren las partes se les hayan causado, exhibiéndose una copia del mismo para el expediente y una para cada una de las partes.”

“ARTÍCULO 220. La Sala Superior del Tribunal procederá al estudio de los conceptos de apelación, atendiendo a su prelación lógica. En todos los casos, se privilegiará el estudio de los conceptos de apelación de fondo por encima de los de procedimiento y forma, a menos que invertir el orden dé la certeza de la inocencia del Servidor Público o del particular, o de ambos; o que en el caso de que el recurrente sea la Autoridad Investigadora, las violaciones de forma hayan impedido conocer con certeza la responsabilidad de los involucrados. 

En los asuntos en los que se desprendan violaciones de fondo de las cuales pudiera derivarse el sobreseimiento del procedimiento de responsabilidad administrativa, la inocencia del recurrente, o la determinación de culpabilidad respecto de alguna conducta, se le dará preferencia al estudio de aquéllas aún de oficio.”
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;
II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”
“ARTÍCULO 156. El recurso de apelación tendrá por objeto revocar, modificar o confirmar la sentencia emitida por la Sala Unitaria de que se trate.

A la vista de los agravios expresados por el recurrente, la sentencia de apelación revisará si se observó lo establecido en los artículos, 249 y 250 de este Código
.

Si se acreditan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trasciendan al sentido de la sentencia, se revocará ésta y se mandará reponer el procedimiento.

Sólo se tomarán en consideración las pruebas que se hubiesen ofrecido en el juicio respectivo, salvo que no se haya tenido la oportunidad procesal para rendirlas.

Se suplirá la deficiencia de los agravios del particular apelante, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados.

En el caso de ser revocada la sentencia o de que su modificación así lo disponga, cuando el recurrente sea el servidor público, se ordenará se le restituya de inmediato en el goce de sus derechos, sin perjuicio de lo que establecen otras leyes.

Se exceptúan del párrafo anterior, los casos previstos en el apartado B, fracción XIII, del artículo 123 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

De los citados artículos se obtiene que la litis en segunda instancia se integra con la sentencia definitiva emitida por el Magistrado de Sala Unitaria de origen y con los agravios de la o las partes recurrentes.

Por ende, la apelación resulta un recurso ordinario y vertical a través del cual una de las partes o ambas, solicitan a la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, un nuevo examen sobre la resolución definitiva dictada por alguna Sala Unitaria; la cual tiene por objeto confirmar, revocar o modificar la resolución de primera instancia, impugnada en los puntos relativos a los agravios vertidos por el recurrente, en los cuales se combatan las consideraciones que sustenten la resolución apelada, para demostrar su ilegalidad, cuya declaración pretende; y por consiguiente la Sala de segunda instancia revoque o modifique el fallo apelado, cuando no se observe lo establecido en el artículo 220 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con los artículos 249 y 250 del Código aplicable, o existan violaciones cometidas durante el procedimiento del juicio, que hayan dejado sin defensa al recurrente y trascienda al sentido de la sentencia.

En ese sentido, cuando el servidor público o el particular sea el apelante, se podrá suplir la deficiencia de los agravios, por disposición expresa del normativo 156, párrafo quinto del Código Procesal aplicable, de aplicación supletoria conforme a lo establecido en el artículo 121, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, cuando el caso lo requiera, pero sin cambiar los hechos planteados, además el precepto 220, último párrafo de la misma Ley, señala también que debe darse preferencia al estudio de las violaciones de fondo aún de manera oficiosa; sin embargo, cuando la autoridad demandada figure como recurrente, ésta deberá formular los agravios que le genere la sentencia de primera instancia, en virtud de que la institución de la suplencia de la queja prevista por la legislación de la materia, no opera en favor de esta parte procesal.
De ahí que resulte esencial que la parte apelante, a través de sus agravios, combata las consideraciones que sustentan la resolución impugnada para demostrar la ilegalidad cuya declaración pretende.

Tal límite, no riñe con el derecho de acceso a la justicia reconocido en el artículo 17 constitucional, toda vez que el juzgador no puede ir más allá de lo pedido por las partes, esto es, no es dable la actuación oficiosa del juzgador, salvo en los supuestos que la ley así lo dispone (presupuestos procesales de procedencia del juicio contencioso o suplencia de la deficiencia de agravios ordenados en ley por violaciones esenciales del procedimiento o aplicación de jurisprudencia emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, constitucionalidad y convencionalidad, entre otros). Máxime cuando la posición comentada no impide a las partes a acceder a los tribunales, para plantear una pretensión o defenderse de ella, y para que a través de un proceso en el que se respeten ciertas formalidades, se decida sobre la pretensión o la defensa que se plantea.

Además, este límite se traduce en el respeto a la igualdad y el equilibrio procesal que debe haber entre los contendientes, en términos del principio de justicia imparcial que deriva del derecho de acceso a la justicia.

Orienta lo anterior, por los motivos que se invocan, el contenido de la tesis 1ª. IX/2011 sustentada por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, visible en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena época, Tomo XXXIII, de febrero de dos mil once, materia civil, página seiscientos siete, de rubro siguiente: “AGRAVIOS EN LA APELACIÓN. EL TRIBUNAL DE ALZADA PUEDE CALIFICARLOS DE INFUNDADOS O INOPERANTES PARA SOSTENER LA RESOLUCIÓN EN LA QUE CONFIRME LA SENTENCIA RECURRIDA.”
TERCERO.- Legitimación. El presente recurso de apelación fue interpuesto por parte legítima ya que se trata de la parte implicada **********personalidad que le fue reconocida en el juicio de origen, en el auto de admisión de demanda de veinticuatro de noviembre de dos mil veintiuno
.

CUARTO. Oportunidad. El recurso de apelación fue presentado dentro del plazo de quince días que para tal efecto señala el párrafo primero del artículo 218, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, en concordancia con el primer párrafo del artículo 153, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, toda vez que la sentencia recurrida le fue notificada a la parte actora y recurrente el diecisiete de noviembre de dos mil veintidós
, por lo que dicha notificación surtió efectos el dieciocho siguiente, de acuerdo con el artículo 40 primer párrafo del mismo código procesal
, de manera que el plazo de interposición transcurrió del veintidós de noviembre al trece de diciembre de dos mil veintidós; lapso en que no deben contarse el veintiséis y veintisiete de noviembre, tres, cuatro, diez y once de diciembre del propio año, debido a que fueron sábados y domingos, así como el doce de diciembre del año próximo pasado, por haberse suspendido las labores de este órgano jurisdiccional; por lo que si el recurso de apelación se presentó el nueve de diciembre de dos mil veintidós, desde luego que se interpuso con la debida oportunidad.
QUINTO. Procedencia. Ahora bien, previo a entrar al estudio de los motivos de agravio expresados por la parte apelante, se analizará si el presente recurso cumple con el requisito de procedencia, por ser una cuestión de orden público y análisis preferente, ya que es un aspecto que conforme a la estructura procesal del recurso exige ser dilucidado preliminarmente al tema de fondo debatido, por lo que ésta Sala procede a realizar un análisis oficioso.
Como se explicará a continuación, ésta Sala Superior considera que el recurso de apelación interpuesto por la parte actora **********, es procedente, por las siguientes consideraciones. 
Marco normativo.
En el artículo 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, que se transcribe a continuación, se determinan los casos en que las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, son apelables:
“ARTÍCULO 152. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias serán apelables por cualquiera de las partes, siempre que se refiera a cualquiera de los siguientes supuestos:

I. Sea de cuantía que exceda de mil quinientas veces el valor diario de la UMA al momento de la emisión de la resolución o sentencia;

II. Sea de importancia y trascendencia cuando la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso;

III. Sea una resolución dictada por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales, y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre que el asunto se refiera a:

a) Interpretación de normas generales con motivo de su aplicación.

b) La determinación del alcance de los elementos esenciales de las contribuciones.

c) Competencia de la autoridad que haya dictado u ordenado la resolución impugnada o tramitado el procedimiento del que deriva o al ejercicio de las facultades de comprobación.

d) Violaciones procesales durante el juicio que afecten las defensas del recurrente y trasciendan al sentido del fallo, y 

IV. Sea una resolución dictada con motivo de las reclamaciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado de San Luis Potosí.

Tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas se estará a lo dispuesto en su propia ley.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Del precepto legal que antecede, se desprende que la procedencia del recurso de apelación, dada su naturaleza explicada en el considerando segundo de este fallo, está sujeta a cuatro supuestos que contempla la norma; a saber, cuando la cuantía exceda de mil quinientas veces el valor diario de la Unidad de Medida y Actualización, al momento de la emisión de la sentencia; cuando el juicio por sus características especiales se considere de importancia y trascendencia, en el caso de que la cuantía sea inferior a la señalada en la fracción primera, o de cuantía indeterminada, debiendo el recurrente razonar esa circunstancia para efectos de la admisión del recurso; en contra de resoluciones dictadas por la Secretaría de Finanzas o las Tesorerías Municipales y sus organismos descentralizados en ingresos estatales y municipales, siempre y cuando se refiera a interpretación de normas generales, competencia, violaciones procesales, resoluciones previstas en la Ley de Responsabilidad Patrimonial del Estado y tratándose de resoluciones en materia de responsabilidades administrativas.
En este sentido, del análisis realizado a las constancias que remite la Sala de origen, se advierte que en la sentencia de veintiuno de octubre de dos mil veintidós
, se determinó la legalidad y validez de la resolución del recurso de revocación, de veinte de septiembre de dos veintiuno y de la sentencia de dieciséis de julio del mismo año, emitidas dentro del procedimiento administrativo de responsabilidades **********, respectivamente, por la Dirección General de Legalidad e Integridad y la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública, ambas de la Contraloría General del Estado; en virtud de que la Sala Resolutora, consideró que eran infundados los argumentos formulados por el actor en el capítulo de conceptos de impugnación del escrito de demanda; por lo que éste asunto trata de responsabilidades administrativas.
En ese aspecto, se debe atender a lo dispuesto por el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí vigente; pues es la ley aplicable en razón de la naturaleza de los actos impugnados y, en virtud de que debe aplicarse la norma vigente al momento de actualizarse el supuesto respectivo, al ser de carácter procesal; es decir, el precepto que se debe aplicar, es el que se encuentre vigente al momento de recurrir la resolución que cause perjuicio; determinación ésta, que se toma en consideración en acato a la ejecutoria emitida por la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver la contradicción de tesis 246/2013, en la que, atendiendo a las teorías de derechos adquiridos y componentes de la norma, determinó que por regla general cuando se trata de una norma procesal, por su naturaleza, se actualiza conforme se van sucediendo las distintas etapas del procedimiento, con tal de que no se afecten derechos adquiridos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la tesis aislada de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, XLIX/2009, que indica: 

“NORMAS PROCESALES. SON APLICABLES LAS VIGENTES AL MOMENTO DE LLEVARSE A CABO LA ACTUACIÓN RELATIVA, POR LO QUE NO PUEDE ALEGARSE SU APLICACIÓN RETROACTIVA. Tratándose de normas procesales, las partes no adquieren el derecho a que la contienda judicial en la que intervienen se tramite al tenor de las reglas del procedimiento en vigor al momento en que haya nacido el acto jurídico origen del litigio, ni al de las vigentes cuando el juicio inicie, toda vez que los derechos emanados de tales normas nacen del procedimiento mismo y se agotan en cada etapa, de ahí que cada una de sus fases se rija por la regla vigente al momento en que se desarrolla, excepto en los casos en que en el decreto de reformas relativo se hayan establecido disposiciones expresas sobre su aplicación en otro sentido. En consecuencia, cuando se trata de normas de carácter adjetivo no puede alegarse la aplicación retroactiva de la ley, proscrita en el artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.”

Máxime que en el punto transitorio Cuarto de la Ley de Responsabilidad vigente dispone que los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de dicha Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio; por lo que el acató a dichas disposiciones es de cumplimiento obligatorio para esta Alzada.

Ahora bien, el precepto 217 de la Ley de Responsabilidades en cita, es del tenor siguiente:

“ARTÍCULO 217. Las resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias del Tribunal en el procedimiento contencioso administrativo y en materia de responsabilidades administrativas, podrán ser impugnadas por cualquiera de las partes, mediante el recurso de apelación, con excepción de las dictadas en el juicio sumario.

El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”

Al respecto, de la interpretación armónica de los artículos 152 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí y el artículo 217 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, se desprende que el Código Procesal Administrativo para el Estado, remite expresamente, tratándose de resoluciones en materia de responsabilidad administrativa, a la propia ley de la materia, esto es, la Ley de Responsabilidad Administrativa para el Estado, la cual a su vez establece que procede el recurso de apelación en contra de resoluciones definitivas emitidas por las Salas Unitarias en materia de responsabilidad administrativa. Bajo ese contexto, es inconcuso que la resolución impugnada, admite recurso de apelación, de acuerdo a lo establecido en la legislación aplicable.

Asimismo, sirve de apoyo a lo anterior, la contradicción de tesis PC.X.J/19 A (10ª), entre las sustentadas por el Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Circuito, con residencia en Villahermosa, Tabasco y el Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, con residencia en Xalapa de Enríquez, Veracruz; el cual es del tenor siguiente: 

“MEDIOS DE IMPUGNACIÓN CONSIGNADOS EN LA LEY DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA DEL ESTADO DE TABASCO. DEBEN AGOTARSE CONFORME A LA NORMA VIGENTE AL MOMENTO DE SU INTERPOSICIÓN, TRATÁNDOSE DE UN JUICIO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO INICIADO BAJO LA VIGENCIA DE LA LEY ABROGADA. Hechos: Los Tribunales Colegiados de Circuito contendientes, al analizar la procedencia de los medios de impugnación procedentes en un juicio contencioso administrativo del Estado de Tabasco iniciado bajo la vigencia de la ley abrogada, discreparon sobre la aplicación de la vigente Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco o de la abrogada.

Criterio jurídico: El Pleno del Décimo Circuito determina que los medios de impugnación consignados en la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco deben agotarse conforme a la norma vigente al momento de su interposición, esto es, la publicada en el Periódico Oficial local el 15 de julio de 2017, a pesar de que el juicio contencioso administrativo concluido se hubiese sustentado en la ley abrogada.

Justificación: De acuerdo con las teorías de los derechos adquiridos y la de los componentes de la norma, en las cuales se ha apoyado la Suprema Corte de Justicia de la Nación para determinar la vigencia de las leyes en el tiempo, las facultades y cargas procesales de las partes se concretan en la etapa para la cual están previstas, de suerte que mientras no se actualice el supuesto normativo, el derecho no se ha adquirido sino sólo constituye una expectativa de derecho, y si la norma cambia antes de llegar a la etapa correspondiente, una vez actualizada ésta debe regir la nueva norma, y lo mismo puede sostenerse bajo la teoría de los componentes de la norma, porque hasta que el procedimiento llega a cierta etapa tiene lugar el supuesto y, por tanto, también su consecuencia. En ese sentido, la norma aplicable para determinar la procedencia de los recursos que prevé la Ley de Justicia Administrativa del Estado de Tabasco debe ser la vigente al momento de actualizarse el supuesto respectivo, al ser de carácter procesal, es decir, cuando llegue el momento de recurrir el acuerdo, resolución o sentencia. Sin que se actualicen los supuestos de excepción a esa norma general, en razón de que la hoy abrogada Ley de Justicia Administrativa para el Estado de Tabasco, vigente hasta el 15 de julio de 2017, no establecía que durante la tramitación del juicio se pudiera interponer de manera preventiva algún medio de impugnación, de ahí que las partes no adquirieron facultad o derecho en esa etapa, y además, porque en los artículos transitorios de la legislación en vigor, en particular el segundo, no se dispuso norma expresa de aplicación en otro sentido.”

SEXTO. Principio de economía procesal. Atento al principio de economía procesal no se transcribirán las consideraciones rectoras del sentido de la sentencia recurrida, ni los conceptos de agravio expresados por el apelante al no existir disposición legal alguna que establezca tal exigencia, además, los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias se satisfacen cuando se precisan los puntos sujetos a debate, derivados del escrito de agravios los cuales se estudian y se les da respuesta, misma que debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. 
Lo expuesto encuentra su apoyo en la Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, con registro 164618, Novena Época, Tesis: 2a./J. 58/2010, Tomo XXXI, Mayo de 2010, página 830 que reza:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

También cobra aplicación la tesis del Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicada en la página 414, Tomo VI, Común, Jurisprudencia del Apéndice 2000, Novena Época de rubro y contenido siguientes:
“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el juez federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente, para demostrar.

SÉPTIMO.- Antecedentes. Previo a entrar al estudio de los agravios, se procede a realizar una síntesis de las actuaciones que integran el sumario, mismas que antecedieron al dictado de la resolución recurrida.
Para una mejor comprensión de la litis se narran los antecedentes que se desprenden de autos.
1. En acuerdo de ocho de junio de dos mil diecisiete
, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, dio inicio a la investigación en contra de **********, derivado de la denuncia hecha por el Director General de Coordinación de Contralorías Internas de esa Contraloría, toda vez que, como parte del Programa Operativo Anual de dicha Dirección, se obtuvieron hallazgos que podían ser constitutivos de responsabilidad administrativa.
2. En proveído de veinticinco de junio de dos mil diecinueve
, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, ordenó el registro del procedimiento de responsabilidad administrativo bajo el número de expediente **********, iniciado contra **********, por su posible participación en conductas irregulares al detectarse que, de manera simultánea ejerció dos cargos en la administración pública estatal; y con ello, infringir lo dispuesto en los artículos 132 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 52 fracción, XII de la Ley de Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado; y, 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
3. Sustanciado el procedimiento el dieciséis de julio de dos mil veintiuno se dictó resolución
, en la que se determinó que el servidor público **********, incurrió en las causas de responsabilidad administrativa previstas por el artículo 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí
, y se le impuso una sanción consistente en multa por la cantidad de $21,255.00 (Veintiún mil doscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 m.n.).
4. Inconforme con tal determinación, **********promovió en su contra recurso de revocación, el cual fue resuelto mediante sentencia de veinte de septiembre de dos veintiuno
, emitida por la Dirección General de Legalidad e Integridad Pública de la Contraloría General del Estado de San Luis Potosí, en donde se confirmó en todas y cada una de sus partes la resolución de dieciséis de julio de dos mil veintiuno.
5. En contra de la resolución del recurso de revocación, de veinte de septiembre de dos veintiuno y de la sentencia de dieciséis de julio del mismo año, el servidor público ********** promovió juicio contencioso administrativo ante este Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, del cual correspondió conocer la Tercera Sala Unitaria al cual le correspondió el número **********/2021-3, quien por fallo de veintiuno de octubre de dos mil veintiuno, determinó la legalidad y validez de las resoluciones combatidas.
La anterior determinación, constituye la materia de impugnación.

OCTAVO. - Estudio. El agravio identificado con la letra a, es fundado y suficiente para revocar la determinación apelada, como enseguida se verá.
Como ya se dijo, por resolución de veintiuno de octubre de año próximo pasado, dictada en el juicio **********/2021-3, la Tercera Sala Unitaria, determinó la legalidad y validez de las resoluciones de veinte de septiembre de dos veintiuno y dieciséis de julio del mismo año, en las que se tuvo por acreditada la responsabilidad administrativa de **********, al quedar demostrado que infringió los preceptos 132 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado; 52 fracción, XII de la Ley de Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado; y, 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, al haber desempeñado simultáneamente dos cargos en la administración pública estatal; por lo que se le determinó una sanción consiente en una multa, por la cantidad de $21,255.00 (Veintiún mil doscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 m.n.), dado el grado de mediana gravedad a que lo ubicó la autoridad sancionadora.
Contra dicho fallo la parte actora, ahora apelante, vierte los siguientes agravios:
a) La resolución emitida por la Tercera Sala Unitaria, contraviene el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, mismo que contempla la garantía de legalidad y seguridad jurídica que debe revestir todo acto de autoridad para que pueda cobrar fuerza legal frente a los particulares, que la autoridad administrativa al emitir todo tipo de acto jurídico debe cumplir con ciertos requisitos, entre los que destaca la fundamentación y motivación, lo cual además, se encuentra establecido por el artículo 250 fracción II, Del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, al igual que la resolución impugnada emitida por la Contraloría General del Estado.

Afirma, que no existe entre la conducta atribuida al servidor público y la Ley, un encuadramiento, y tabulador mediante el cual se haya podido calcular el daño moral ocasionado, y reitera, que no se causó un daño patrimonial ni al ente público ni a algún usuario y/o particular.
b) Asimismo, estima que en la resolución impugnada en el juicio de origen, se contravino en su perjuicio el principio de presunción de inocencia previsto en el artículo 8°de la Convención Americana De Derechos Humanos; normativos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.

Que la Contraloría General del Estado, dentro del procedimiento administrativo de responsabilidad **********, no realizó la valoración correcta de las pruebas, además de no justificar el monto del daño al patrimonio del ente público, aunado a existir irregularidades dentro del proceso de investigación en razón que la autoridad actuó como juez y parte dentro del procedimiento.
Alega también, que la autoridad substanciadora soslayó observar el principio de legalidad, de presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia y respeto a los Derechos Humanos, contemplados en el artículo 113 de la ley de responsabilidades administrativas, mismos que se encuentran vinculados con los principios de legalidad, razonabilidad, presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso, previstos en el artículo 2° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.
c) Por otro lado, se duele que, atendiendo el principio de tipicidad, el cual es aplicable al derecho administrativo sancionador, debió establecerse de manera concreta en el informe de presunta responsabilidad, cuál es la conducta que se le atribuyó al servidor público, ya que no se precisaron las circunstancias de tiempo, modo, lugar en que ocurrieron los hechos que se le imputaron, al igual que la responsabilidad y funciones que infringió.
d) Finalmente, refiere le genera agravio que, de conformidad con el artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potos
, resultaba improcedente imponer sanción administrativa alguna, al no existir daño ni perjuicio a la hacienda pública, además de que afirma que la actuación del servidor público fue realizada conforme a derecho.
Ya que como se observa en el expediente de investigación, no existe perjuicio o daño al patrimonio del ente público, por lo que, señala resultaban aplicables como excluyentes de responsabilidad las siguientes:

“la acción o la omisión se realicen en cumplimiento de un deber jurídico de un derecho, siempre que exista necesidad racional de la conducta empelada para cumplirlo o ejercerlo, y al no existir una responsabilidad directa de El suscrito debe de eximirme de cualquier tipo de responsabilidad.

En atención a las circunstancias que concurren en la realización de una conducta ilícita, no sea racionalmente exigible al sujeto una conducta diversa a la que realizó, en virtud de no haberse podido conducir conforme a derecho;”
Ahora bien, como se adelantó, el agravio identificado con la letra a, es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala primigenia, en cuanto a que la sentencia apelada carece de los requisitos de fundamentación y motivación que deben ser observados en el dictado de las resoluciones jurisdiccionales.
De la correcta intelección de los artículos 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, 156 y 249, del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, se colige que las resoluciones dictadas por las Salas de este Tribunal, entre otras exigencias, deben satisfacer el requisito de la debida fundamentación y motivación.
En ese sentido, la Suprema Corte de Justicia de la Nación ha sostenido que el cumplimiento de esta obligación, en tratándose de las resoluciones jurisdiccionales, se observa sin necesidad de invocar expresamente el o los preceptos que las fundan, siempre y cuando de ellas se advierte con claridad el artículo en que se basa la decisión.
Esto es, si las resoluciones jurisdiccionales presuponen un conflicto o litis entre las partes, en el cual el demandante establece sus pretensiones, apoyándose en determinados hechos o circunstancias y razones de derecho, y el demandado lo objeta mediante defensas y excepciones, la obligación de fundar y motivar de la autoridad jurisdiccional implica decidir las controversias sometidas a su conocimiento, pronunciándose respecto de todos y cada uno de los argumentos aducidos por las partes.

Para llegar a esta conclusión, el juzgador debe motivar su determinación expresando las razones normativas que informen de lo decidido ratio decidendi, es decir, el razonamiento o principio normativo aplicable al caso que da respuesta a la quaestio iuris, en el entendido de que el razonamiento jurídico-práctico, pretende dar respuestas a preguntas o problemas acerca de lo que, en un caso determinado es debido hacer u omitir, con base en lo que dispone el ordenamiento jurídico.
Por otra parte, la obligación a cargo de los órganos jurisdiccionales de motivar sus resoluciones no únicamente implica expresar argumentos explicativos del porqué se llegó a una decisión concreta, sino también demostrar que esa decisión no es arbitraria, al incorporar en ella el marco normativo aplicable, los problemas jurídicos planteados, la exposición concreta de los hechos jurídicamente relevantes, probados y las circunstancias particulares consideradas para resolver.
Consecuentemente, para determinar si una resolución jurisdiccional cumple con una adecuada fundamentación y motivación, los razonamientos judiciales utilizados deben justificar la racionalidad de la decisión, con el fin de dar certeza a los gobernados a quienes se dirigen del porqué se llegó a una conclusión y la razón por la cual es la más acertada, en tanto:
I. Permiten resolver el problema planteado,

II. Responden a los elementos de hecho y de derecho relevantes para el caso, y

III. Muestran si la decisión es consistente respecto de las premisas dadas, con argumentos razonables.

Luego entonces, se considera que la sentencia apelada no satisface los requisitos de la debida fundamentación y motivación, ya que aun cuando el Magistrado de la Tercera Sala Unitaria se pronunció sobre la totalidad de los conceptos de impugnación, calificándolos de infundados, ello es insuficiente para considerar satisfecha la obligación de fundar y motivar su decisión, puesto que al abordar el estudio de los motivos de inconformidad lo hizo de manera dogmática, es decir, sin expresar de forma razonada los argumentos explicativos del porqué de su decisión así como el fundamento legal; precisando lo siguiente:

“…

1.- En el primero de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que se violentó en su perjuicio el principio de presunción de inocencia, ya que no se valoraron correctamente las pruebas porque no se justifica el daño al patrimonio del ente público; así como que, hay una violación al procedimiento, en razón de que la autoridad investigadora es juez y parte, ya que es que es la misma autoridad la que investiga, acusa y resuelve la responsabilidad, con lo que se contraviene los artículos 3 fracciones II, III y IV, 113, y 117, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
Como se adelantó, a juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, ambos argumentos resultaron infundados como se explica a continuación.
En un primer argumento, la Parte Actora se duele de una incorrecta valoración de las pruebas que redunda en una violación al principio de presunción de inocencia, ya que no está justificado el daño al patrimonio del ente público.
Tal argumento resulta infundado, habida cuenta que en la diversa resolución impugnada del 16 dieciséis de julio de 2021 dos mil veintiuno, no se determinó una afectación al patrimonio de la Secretaría de Educación de Gobierno del Estado.
Lo anterior se obtiene, de la simple lectura del segundo párrafo de la página 24 de la resolución en estudio, mismo que es visible en la foja 33 treinta y tres vuelta, del expediente en que se actúa, en donde se plasmó el estudio del elemento daño o perjuicio para individualizar la sanción, respecto a lo cual se establece claramente: “ … en razón de la que observación atribuible, es de carácter cualitativo,  por lo que al no encontrarse acreditado  algún daño causado  en el ámbito d su competencia por el investigado a la Secretaría de educación de Gobierno del Estado, dicho elemento resulta en su beneficio…”; por lo que es evidente que lo manifestado por el Actor en el sentido de que se determinó un daño al ente público es infundado. 
Ahora bien, en un segundo argumento de éste primer concepto anulación, la Parte Actora se duele de que se violentaron en su perjuicio los artículos 3 fracciones II, III y IV, 113, y 117, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, ya que no existió la separación de autoridades investigadoras, sustanciadoras y resolutoras, como lo establece la Ley, y la investigadora fue juez y parte en el procedimiento.

El argumento de la resulta esencialmente infundado, ya que la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí no es aplicable al caso concreto, de acuerdo a lo que disponen los artículos Tercero Transitorio párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, su correlativo Cuarto transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y la Tesis de Jurisprudencia de rubro “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS).”, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.

El artículo Tercero transitorio párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas es del tenor literal siguiente:

“Tercero. La Ley General de Responsabilidades Administrativas entrará en vigor al año siguiente de la entrada en vigor del presente Decreto. (…)

Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades federales y locales con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.(…)”

El correlativo, artículo Cuarto transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, es del tenor literal siguiente:

“CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.”
Por su parte, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, interpretó el artículo Tercero Transitorio de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al resolver la Contradicción de Tesis 103/2020, para determinar cuál es la legislación aplicable en cuanto al procedimiento para sancionar las conductas acaecidas previamente al 19 de julio de 2017, fecha en que entró en vigencia la Ley General de Responsabilidades Administrativas; al efecto estableció como punto de inflexión el inicio de la investigación, pues determina que el inicio del procedimiento se da con el inicio de la investigación, atentos a que la Ley General de Responsabilidades Administrativas engloba  la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras, por lo cual, la estrecha vinculación entre la fase de investigación y las posteriores, implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada; por lo cual se considera que el procedimiento inicia con la investigación. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en cita:
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). -…

Por consiguiente, para determinar la normatividad aplicable a conductas realizadas antes de 19 diecinueve  de julio de 2017 dos mil diecisiete, se debe atender a la fecha de inicio de investigación de dichas conductas, de modo tal, que cuando se ha iniciado la investigación antes de la fecha indicada, en que entró en vigencia la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se debe considerar iniciado el procedimiento, y por tanto debe concluirse conforme a la normatividad con que se inició, en el caso de San Luis Potosí conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Mientras que, cuando la investigación se inicia el 19 de julio de 2017 dos mil diecisiete, o en una fecha posterior, el procedimiento que debe seguirse es el previsto en la Ley General de Responsabilidades Administrativas, derivado de la integridad del procedimiento de la investigación hasta la resolución, que advirtió la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en el corpus normativo arriba citado.
Así en el caso que nos ocupa, la investigación fue iniciada el 8 ocho de junio de 2017 dos mil diecisiete, por la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, según el auto de esa fecha, que obra de la foja 28 veintiocho a la foja 32 treinta y dos, de la copia certificada del expediente **********, que la Parte Actora ofertó como prueba documental.
A la referida prueba documental, consistente en la copia certificada del expediente **********, se le confiere pleno valor probatorio, con apoyo legal en el artículo 72 fracción I del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 388 del Código de Procedimientos Civiles, de aplicación supletoria en el Juicio Contencioso Administrativo, según lo que dispone el artículo 217 párrafo segundo del citado Código Procesal Administrativo.

Así las cosas, si en el caso que nos ocupa, la investigación se inició con fecha 8 ocho de junio de 2017 dos mil diecisiete, cuando se encontraba vigente la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y por ende con base en dicho ordenamiento, es inconcuso que de acuerdo con disponen los artículos Tercero Transitorio párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, su correlativo Cuarto transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y la Tesis de Jurisprudencia de rubro “RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS).”, dicho procedimiento debe concluirse conforme a las disposiciones legales vigentes al momento de su inicio.
Por consiguiente, si lo que aduce la Parte Actora es que no se dio cumplimiento a diversas disposiciones de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, tal argumento resulta infundado, ya que la disposiciones legales a que se hace referencia no son aplicables al caso concreto.

De acuerdo a lo anteriormente expuesto el primero de los conceptos de impugnación resultó infundado.
2.- En el segundo de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que se duele de que le hacen responsable de incumplir con la obligación prevista en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, por lo que se violenta el principio de tipicidad, ya que los hechos no se adecúan a la descripción típica de la conducta.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento es infundado; ya que no tiene una relación de congruencia con el contenido del expediente **********, como se explica a continuación.
De acuerdo con las constancias que obran en la copia certificada del expediente ********** cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido con antelación; en las fojas de la 84 ochenta y cuatro a 93 noventa y tres, encontramos el auto de fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, en que ordena citar al aquí Actor a la audiencia de Ley prevista en el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En dicho auto, se establece que el aquí Actor: “…al estar fungiendo como empleado del servicio público en dos dependencias públicas distintas, transgrede de igual manera los dispuesto por el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios d San Luis Potosí …”; por lo que es claro, que al Actor se le imputó el incumplimiento de las obligaciones previstas el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Por tanto, si el argumento de la Parte Actora se refiere a la imputación de la conducta prevista en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
Luego entonces, el argumento de la Parte Actora es infundado por incongruente, ya que se refiere a una imputación diversa de la que se formuló en el expediente EPRA 04/2018, ya que ahí se le atribuyó el incumplimiento de las obligaciones previstas el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y no de las obligación prevista en el artículo 48 fracción I de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
De lo anterior se sigue lo infundado del segundo de los conceptos de impugnación.

3.- En el cuarto de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de la indebida fundamentación y motivación, ya que no se le señalan las obligaciones supuestamente incumplidas, ya que no son precisadas en el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa.

Antes de proceder al análisis del argumentado por la Parte Actora, se debe precisar que no hay un tercer concepto de impugnación.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento de la Parte Actora es infundado por incongruente.
En efecto,  de acurdo con las constancias que obran en la copia certificada del expediente **********, cuyo valor probatorio pleno ya fue establecido; en las fojas de la 84 ochenta y cuatro a 93 noventa y tres, encontramos el auto de fecha 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho, en que ordena citar al aquí Actor a la audiencia de Ley prevista en el artículo 81 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En dicho auto, se establece que el aquí Actor: “…al estar fungiendo como empleado del servicio público en dos dependencias públicas distintas, transgrede de igual manera los dispuesto por el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí …”; por lo que es claro, que al Actor se le imputó el incumplimiento de las obligaciones previstas el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Lo anterior, se corrobora con el oficio citatorio al aquí Actor y allá encausado, en el que se concreta la cita para la audiencia de Ley, mismo en el que se transcribe íntegramente el auto del 25 veinticinco de junio de 2018 dos mil dieciocho.
Por tanto, si el argumento de la Parte Actora se refiere a la a que no se le hicieron saber las obligaciones supuestamente incumplidas, tal argumento resulta infundado, habida cuenta que, conforme a las constancias que obran en el expediente **********, es claro que sí se hizo saber a la Parte Actora la obligaciones cuyo incumplimiento se le atribuyó, y que se concretan en el incumplimiento de las obligaciones previstas el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Luego entonces, el argumento de la Parte Actora es infundado, ya que como se ha expuesto, en el expediente **********, sí se hizo saber a la Parte Actora la obligaciones cuyo incumplimiento se le atribuyó, y que se concretan en el incumplimiento de las obligaciones previstas el artículo 56 fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
No se omite precisar, que el Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa es un instrumento previsto en el procedimiento previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, sin embargo, como se ha dicho con antelación dicha legislación es inaplicable al caso concreto, lo que en obvio de repeticiones innecesarias, se tiene por reproducido como si a la letra se insertara.
De lo anterior se sigue lo infundado del cuarto de los conceptos de impugnación.
4.- En el quinto de los conceptos de impugnación, la Parte Actora se duele de que la resolución impugnada es ilegal, ya que se dejó de observar el supuesto previsto en el artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, que se refiere a la abstención de iniciar el procedimiento de responsabilidades, en los casos en que no exista daño al patrimonio del ente público, tal y como es su caso, lo que constituye una excluyente de responsabilidad.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento resulta infundado, como se explica a continuación.
Atentos al contenido del argumento, se debe decir en un primer momento, que tendiendo a un aspecto meramente formal, se debe decir, que se basa en una disposición legal que no es aplicable al caso concreto, esto se basa en el artículo 103 de Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, corpus legislativo, que como ya se explicó al estudiar el primero de los conceptos de impugnación, no es aplicable al caso concreto, consideraciones que se tienen por reproducidas por economía procesal.
Ahora bien, lo que la Parte Actora aduce como una excluyente de responsabilidad, no es tal, sino una regla de procedencia, pues no libera de la responsabilidad, sino que impide el inicio del procedimiento en casos determinados.

Al respecto se debe decir, que la abstención de inicio del procedimiento es una exigencia oficiosa de la autoridad Substanciadora y/o Resolutora; no tiene carácter discrecional, es por tanto una facultad reglada, en la medida que es una obligación, pues la disposición integra el imperativo: “…se abstendrán de iniciar el procedimiento…”, por lo cual su ejercicio no es potestativo sino obligatorio, así como que, su ejercicio está sujeto al cumplimiento de las condiciones que prevé el dispositivo.
A continuación se transcribe el artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí:

“ARTÍCULO 103. …

En ese orden de idas, atentos a la causa de pedir, debemos entender que la Parte Actora aduce una regla de improcedencia, cuyo estudio no puede concluirse con la inaplicabilidad de la norma invocada, sino que corresponde a esta Sala revisar, si en la legislación aplicable al caso concreto existe una norma que prevea la abstención del inicio del procedimiento o de abstención de sancionar.
Sin embargo, de un estudio exhaustivo a los artículo 56 a 94 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aplicable al caso concreto, y que rigen el procedimiento para la imposición de sanciones, no se encontró disposición alguna que cuyo contenido sea similar o idéntico al de la regla de improcedencia del artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí.
De lo anterior se sigue lo infundado del quinto concepto de impugnación.
5.- En el sexto de los conceptos de impugnación la Parte Actora se duele de que es ilegal la amonestación que se le impuso con sanción, ya que no incurrió en ninguna responsabilidad ya que no incumplió ninguna de sus responsabilidades; así mismo se duele de que la sanción de multa impuesta resulta excesiva ya que no se tomaron en consideración todos los elementos previstos en el artículo 75 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, resultando excesiva la sanción impuesta al no existir daño al patrimonio del ente público.
A juicio del suscrito Magistrado de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, el argumento de la Parte Actora resultó infundado, como se explica enseguida.
De la simple lectura de la documental en donde consta la diversa resolución impugnada del 16 dieciséis de julio de 2021 dos mil veintiuno, particularmente de las páginas 22 veintidós a la 30 treinta, mismas que son visibles de la foja 31 treinta y uno vuelta a la foja 36 del expediente en que se actúa; se advierte lo siguiente:

a)
Sí se realizó un ejercicio de individualización de sanción;

b)
En dicho ejercicio se analizaron las sanciones previstas en el artículo 75 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como los elementos de individualización del artículo 76 del mismo ordenamiento; y

c)
Se efectuó un análisis particular sobre cuál era la sanción idónea para el caso concreto, lo que llevó a determinar la multa, y se analizó y razonó la cuantía de la multa.
En ese orden de ideas, resultó infundado el argumento de la Parte Actora en el sentido de que no se tomó en consideración lo dispuesto en los artículos 75 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
De igual modo resulta infundado el argumento relativo a la amonestación, ya que a la Parte Actora no se impuso como sanción la amonestación.
No pasa desapercibido, que en el argumento se aduce que la sanción impuesta resultó excesiva, sin embargo, dicha afirmación es insuficiente para atacar los razonamientos vertidos por la Autoridad Demandada para individualizar la sanción en la diversa resolución impugnada, ya que se trata de una mera afirmación, que encuentra sustento en la omisión de un análisis, que como ya se estableció si fue realizado.
De lo anterior se sigue, que el sexto de los conceptos de impugnación resultó infundado.

…”

Esto es, de la anterior transcripción, no se advierte que se proporcionen de forma suficiente las razones normativas que sirvieron de sustento al A quo para calificar de infundados todos los conceptos de impugnación y, por ende, reconocer la validez de la resolución dictada en el procedimiento de responsabilidad ********** el dieciséis de julio de dos mil veintiuno, y la del veinte de septiembre de dos mil veintidós que resolvió el recurso de revocación, ya que se incumplió con la obligación de expresar de forma razonada los argumentos explicativos del porqué de su decisión.
Como se ha venido señalando, para considerar que la sentencia satisface los requisitos de la debida fundamentación y motivación, estos deberían permitir resolver el problema planteado, respondiendo a los elementos de hecho y de derecho relevantes para el caso, pero siempre y cuando se expresen argumentos razonables, que permitan considerar que no se resolvió de forma arbitraria; en este caso, proporcionar los elementos suficientes para justificar lo infundado de los conceptos de impugnación.
De manera que, si bien los juzgadores deben buscar en la medida de lo posible emitir sus resoluciones de forma clara y concreta, dicha simplificación no puede llegar al extremo de no justificar el sentido del fallo, como en la especie ocurre, que el Resolutor no precisó de forma suficiente las razones para sustentar su decisión.
Sobre lo aquí resuelto, se invocan de forma analógica y en lo conducente, los siguientes criterios aprobados por el Pleno y la Primera Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación.
“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN. EL CUMPLIMIENTO A DICHA GARANTÍA TRATÁNDOSE DE RESOLUCIONES JURISDICCIONALES SE VERIFICA SIN QUE SE INVOQUEN DE MANERA EXPRESA SUS FUNDAMENTOS, CUANDO LOS RAZONAMIENTOS DE ÉSTAS CONDUZCAN A LAS NORMAS APLICADAS. La garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de la Constitución Federal consiste en la obligación que tiene la autoridad de fundar y motivar todo acto de molestia que se dirija a los particulares, pero su cumplimiento se verifica de manera distinta tratándose de actos administrativos y de resoluciones jurisdiccionales. Lo anterior es así, porque en el acto administrativo que afecta de manera unilateral los intereses del gobernado, se debe cumplir con la formalidad de invocar de manera precisa los fundamentos del mismo, a efecto de que esté en posibilidad de conocer el sustento jurídico del acto que le afecta, mientras que la resolución jurisdiccional presupone el debido proceso legal en que se plantea un conflicto o una litis entre las partes, en el cual el actor establece sus pretensiones apoyándose en un derecho y el demandado lo objeta mediante defensas y excepciones, constituyendo la fundamentación de la resolución el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, el estudio de las acciones y excepciones del debate, sin que se requiera de la formalidad que debe prevalecer en los actos administrativos, toda vez que dentro del citado análisis se dan razonamientos que involucran las disposiciones en que se funda la resolución, aun sin citarlas de forma expresa. En consecuencia, aun cuando por regla general la autoridad emisora de una resolución jurisdiccional está obligada a fundar tal acto citando los preceptos con los que se cumpla esa exigencia, excepcionalmente, si los razonamientos de la resolución conducen a la norma aplicada, la falta de formalidad puede dispensarse, de ahí que las resoluciones jurisdiccionales cumplen con la garantía constitucional de referencia sin necesidad de invocar de manera expresa el o los preceptos que las fundan, cuando de la resolución se advierte con claridad el artículo en que se basa.”

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LAS RESOLUCIONES JURISDICCIONALES, DEBEN ANALIZARSE A LA LUZ DE LOS ARTÍCULOS 14 Y 16 DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, RESPECTIVAMENTE. Entre las diversas garantías contenidas en el segundo párrafo del artículo 14 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, sustento de la garantía de audiencia, está la relativa al respeto de las formalidades esenciales del procedimiento, también conocida como de debido proceso legal, la cual se refiere al cumplimiento de las condiciones fundamentales que deben satisfacerse en el procedimiento jurisdiccional que concluye con el dictado de una resolución que dirime las cuestiones debatidas. Esta garantía obliga al juzgador a decidir las controversias sometidas a su conocimiento, considerando todos y cada uno de los argumentos aducidos en la demanda, en su contestación, así como las demás pretensiones deducidas oportunamente en el pleito, de tal forma que se condene o absuelva al demandado, resolviendo sobre todos los puntos litigiosos materia del debate. Sin embargo, esta determinación del juzgador no debe desvincularse de lo dispuesto por el primer párrafo del artículo 16 constitucional, que impone a las autoridades la obligación de fundar y motivar debidamente los actos que emitan, esto es, que se expresen las razones de derecho y los motivos de hecho considerados para su dictado, los cuales deberán ser reales, ciertos e investidos de la fuerza legal suficiente para provocar el acto de autoridad. Ahora bien, como a las garantías individuales previstas en la Carta Magna les son aplicables las consideraciones sobre la supremacía constitucional en términos de su artículo 133, es indudable que las resoluciones que emitan deben cumplir con las garantías de debido proceso legal y de legalidad contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos. Así, la fundamentación y motivación de una resolución jurisdiccional se encuentra en el análisis exhaustivo de los puntos que integran la litis, es decir, en el estudio de las acciones y excepciones del debate, apoyándose en el o los preceptos jurídicos que permiten expedirla y que establezcan la hipótesis que genere su emisión, así como en la exposición concreta de las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas tomadas en consideración para la emisión del acto, siendo necesario, además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables al caso.”

Consecuentemente, al haber resultado fundado el agravio en estudio hecho valer por el apelante, resulta innecesario analizar los restantes, pues no mejorarían el beneficio alcanzado por el recurrente; toda vez que, ha sido criterio del Poder Judicial de la Federación, sustentado en Jurisprudencia, que si del análisis de uno de los agravios se advierte que éste es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala primigenia, es innecesario que en la ejecutoria correspondiente se analicen los restantes agravios, pues ello a nada práctico conduciría si de cualquier manera el fallo recurrido ha de quedar insubsistente en virtud del agravio que resultó fundado.
En efecto, el criterio anterior se encuentra sustentado en la Jurisprudencia VI.20.A. J/9, proveniente de la reiteración de criterios de los Tribunales Colegiados de Circuito, misma que se trascribe a continuación:

“AGRAVIOS EN LA REVISIÓN FISCAL. CUÁNDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si del análisis de uno de los agravios se advierte que éste es fundado y suficiente para revocar la sentencia dictada por la Sala a quo, es innecesario que en la ejecutoria correspondiente se analicen los restantes agravios que se hicieron valer en el escrito de revisión, pues ello a nada práctico conduciría si de cualquier manera el fallo recurrido ha de quedar insubsistente en virtud del agravio que resultó fundado. SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL SEXTO CIRCUITO.”

NOVENO.- Se revoca y se reasume jurisdicción. Por las consideraciones expuestas en el Considerando que nos precede, ante la ilegalidad incurrida por el A quo, con fundamento en el artículo 156, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, lo conducente es revocar la sentencia apelada, y en virtud de la inexistencia de reenvío, esta Sala Superior aborda las cuestiones que fueron omitidas por la Sala de Origen.

Encuentra aplicación analógica a la presente decisión, la siguiente jurisprudencia aprobada por el Quinto Tribunal Colegiado en Materia Civil del Primer Circuito.
“APELACION. CUANDO EL TRIBUNAL DECIDE REVOCAR O MODIFICAR LA SENTENCIA DE PRIMER GRADO, DEBE EXAMINAR OFICIOSAMENTE LA LITIS DEL JUICIO A EFECTO DE NO DEJAR INAUDITA A LA PARTE QUE OBTUVO EN PRIMERA INSTANCIA. No existiendo reenvío en la apelación, si con motivo de la interposición de dicho recurso el tribunal de alzada decide revocar o modificar la sentencia de primer grado, además de los agravios expresados por el apelante, debe examinar oficiosamente la totalidad de los puntos que constituyen la litis del juicio y apreciar las pruebas que en él se hubiesen rendido que, de no tenerse en cuenta, pudieran dejar inaudita a la parte que careció de la oportunidad de plantearlos por haber obtenido todo lo que pidió, ya que al haberle resultado favorable el fallo que decidió la controversia en primera instancia, no tenía por qué recurrir esa sentencia que sólo le beneficiaba, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del artículo 689 del Código de Procedimientos Civiles para el Distrito Federal. Consecuentemente, si no se suple la falta de agravios de dicha parte, se transgrede la garantía de audiencia que consagra el artículo 14 constitucional.”

Ahora bien, en contra de la resolución de dieciséis de julio de dos mil veintiuno dictada en el procedimiento de responsabilidad **********, la parte actora expresó cinco conceptos de impugnación y al respecto, no debe perderse de vista, que conforme al principio de litis abierta previsto en el tercer párrafo, del artículo 217, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
, al controvertir la resolución del recurso de revocación, se entiende que simultáneamente controvierte la resolución primigenia que continua afectándole, y puede hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso; en ese sentido, esgrimió textualmente lo siguiente:
“

PRIMERO

CLARA VIOLACION AL PROCEDIMIENTO E INCONVENCIONALIDAD ARTICULO 20 CONSTITUCIONAL, ASI COMO AL PACTO DE SAN JOSE, ARTICULO 8°

SE PRETENDE HACER RESPONSABLE A MI REPRESENTADO DE UNA FALTA NO COMETIDA Y NO EXISTE INVESTIGACION Y/O JUICIO DE RESPONSABILIDAD EN CONTRA DEL SERVIDOR PÚBLICO QUE COMETIÓ LA FALTA CON LA QUE LE PRETENDEN HACER RESPONSABLE.

VIOLACION AL PRINCIPIO DE PRESUNCION DE INOCENCIA Y DE NO AUTOINCRIMINACION.

La resolución que se impugna, causa agravio en razón de que la autoridad responsable, contraviene el principio de presunción de inocencia ya que me considera responsable y espera que desvirtué esa presunta responsabilidad mismo que contraviene el principio de presunción de inocencia, previsto en el artículo 8°de la convención americana de derechos humanos, y que esta implícitamente previsto por los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y que es aplicable en los procedimientos administrativos disciplinarios.

La resolución dictada dentro del procedimiento administrativo de responsabilidad número EPRA-004/2018, toda vez que no realiza y analiza la valoración correcta de las pruebas, no se justifica el monto del daño al patrimonio del este público al que perezco.

Se observa dentro del proceso de investigación, las irregularidades en razón que la autoridad investigadora actúa como juez y parte dentro del procedimiento, es evidente la clara violación del procedimiento.

La autoridad substanciadora tiene que observar el principio de legalidad, presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia y respeto a los Derechos Humanos dispuesto en el artículo 113 de la ley de responsabilidades administrativas, mismo que se encuentra vinculado con los principios de legalidad razonabilidad, presunción de inocencia, tipicidad y el debido proceso así ordenado por el artículo 2° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa.

Como se observa en los siguientes artículos que a continuación se trascriben:

Artículo 20. […]

VIOLENTANDO DE IGUAL MANERA EL ARTICULO 8° DEL PACTO DE SAN JOSE

1. Toda persona tiene derecho a ser oída, con las debidas garantías y dentro de un plazo razonable, por un juez o tribunal competente, independiente e imparcial, establecido con anterioridad por la ley, en la sustanciación de cualquier acusación penal formulada contra ella, o para la determinación de sus derechos y obligaciones de orden civil laboral, fiscal o de cualquier otro carácter.

2.- Toda persona inculpada de delito tiene derecho a que se presuma su inocencia mientras no se establezca legalmente su culpabilidad. Durante el proceso, toda persona tiene derecho, en plena igualdad, a las siguientes garantías mínimas:

a) derecho del inculpado de ser asistido gratuitamente por el traductor o interprete, si no comprende o no habla el idioma del juzgado o tribunal;

b) comunicación previa y detallada al inculpado de la acusación formulada;

c) concesión al inculpado del tiempo y de los medios adecuados para la preparación de du defensa;

d) derecho del inculpado de defenderse personalmente o de ser asistido por un defensor de su elección y de comunicarse libre y privadamente con su defensor;

e) derecho irrenunciable de ser asistido por un defensor proporcionado por el Estado, remunerado o no según la legislación interna, si el inculpado no se defendiere por sí mismo ni nombrare defensor dentro del plazo establecido por la ley;

f) derecho de la defensa de interrogar a los testigos presentes en el tribunal y de obtener la comparecencia, como testigos o peritos, de otras personas que pueden arrojar luz sobre los hechos:

g) derecho a no ser obligado a declarar contra sí mismo no a declararse culpable, y

h) derecho de recurrir del fallo ante juez o tribunal superior.

3. La confesión del inculpado solamente es válida si es hecha sin coacción de ninguna naturaleza.

4. El inculpado absuelto por una sentencia firme no podrá ser sometido a nuevo juicio por los mismos hechos.

5. El proceso penal debe ser público, salvo en lo que sea necesario para preservar los intereses de la justicia.

Por tanto esta investigación violenta totalmente su garantía de legalidad del procedimiento, violenta los principios de autonomía e independencia de las autoridades en la materia, al habérsele acreditado la supuesta existencia de faltas administrativas.

El presente procedimiento es violatorio de mis derechos humanos de legalidad y seguridad jurídica, que establecen los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal; porque no se cumple, con las formalidades legales exigidas por los artículos 3° fracciones II, III y IV, y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de San Luis Potosí, que permiten garantizar la autonomía e independencia correspondientes, en el sentido de que, para estar en condiciones de desarrollar el procedimiento cuestionado, al interior de la contraloría interna u Órgano Interno de Control se debe contar con una estructura orgánica, integrada por las áreas investigadora, substanciadora y resolutora.

Todas estas dependen de la Titular de la Contraloría Interna u Órgano Interno de Control, pero con atribuciones y facultades propias, que a cada una de ellas les otorga o confiere de manera expresa la Ley de Responsabilidades Administrativas.

El artículo 117 señalado, exige que la autoridad a quien se encomiende la substanciación y, en su caso, resolución del procedimiento de responsabilidad administrativa, deberá ser distinto de aquél o aquellos encargados de la investigación. Por lo que, la estructura orgánica requerida por la Ley de Responsabilidades Administrativas, tiene por objeto, que las Contralorías Internas y Órganos Internos de Control, garanticen la independencia y autonomía entre dichas autoridades en el ejercicio de sus funciones.

Vulnerándose tales principios de independencia y autonomía, al momento de que el Titular de la Contraloría Interna u Órgano Interno de Control, se entromete en funciones que la Ley de Responsabilidades Administrativas no le atribuye ni le reconoce; funciones que tampoco puede delegar, como en el presente caso se advierte, según el auto de admisión del Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa; dejándose de observar y cumplir, lo dispuesto por las fracciones II, III y IV, del artículo 3° de la Ley de Responsabilidades Administrativas, donde sólo se reconoce y define a la Autoridad Investigadora, la Autoridad Substanciadora y la Autoridad Resolutora; a quienes en dichas fracciones, se otorga o confiere atribuciones y facultades en la materia. Por tanto es evidente la violación a mis derechos humanos a la legalidad y seguridad jurídica, previstos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, en relación con los artículos 3° fracciones II, II y IV y 117 de la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado de San Luis Potosí.

SEGUNDO

PRINCIPIO DE TIPICIDAD, QUE CONCRETA LA ADECUACIÓN DE LOS HECHOS A LA CONDUCTA IMPUTADA, NO SE ESTABLECE CON CLARIDAD TIEMPO MODO Y LUGAR DE LA IMPUTACION.

No está señalado de manera concreta y atendiendo el principio de tipicidad, cual es la conducta que se atribuye, no se precisan circunstancias de tiempo, modo, lugar en que ocurrieron los hechos que se le imputan a mi defenso, de igual modo en concreto cuál es la responsabilidad y funciones como servidor público.

Supuestamente infringí de forma concreta.

ELEMENTOS QUE NO ESTAN PRECISADOS EN EL INFORME DE PRESUNTA RESPONSABILIDAD. Y si es que el suscrito tenía facultades y atribuciones para interponer dicha denuncia.

Así mismo la descripción de los hechos narrados por la parte acusadora, no encuadran en la descripción típica de la conducta.

Por principio debemos decir, que el principio de tipicidad es aplicable al derecho administrativo sancionador, es decir a los procedimientos de responsabilidades administrativas; esto deviene de la aplicación de la tesis de jurisprudencia que se transcribe enseguida.

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS. […].- PLENO.- ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 4/2006.” 

“PRINCIPIO DE LEGALIDAD. LA TIPICIDAD CONSTITUYE SU BASE FUNDAMENTAL Y RIGE, CON LOS PRINCIPIOS DE TAXATIVIDAD Y DE PLENITUD HERMÉTICA DERIVADOS DE AQUÉL, COMO PILAR DE UN SISTEMA DE DERECHO PENAL EN UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO. […]

En ese sentido, como se ha señalado el hecho que se me atribuye a mí y al coimputado, es que “…no hicieron nada para detener las agresiones…”.

Con base en los cual se me pretende hacer responsable al incumplir en el desempeño de mi encargo, la obligación que contempla el artículo 48 fracción I de la Ley de responsabilidades Administrativas para el Estado y municipios de San Luis Potosí, en relación con el articulo así como el artículo 2° fracción V. que establecen:

“ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes:

I. Cumplir con las funciones, atribuciones y comisiones encomendadas, observando en su desempeño disciplina y respeto, tanto a los demás Servidores Públicos como a los particulares con los que llegare a tratar, en los términos que se establezcan en el código de ética a que se refiere el artículo 16 de esta Ley; (…)”

 “Artículo 2° Los principios, valores y criterios de conducta que deberán observar los servidores públicos del Gobierno del Estado tanto de la administración centralizada como descentralizada, en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, son los que a continuación se indican: (…)

V. RESPETO. Contar con sensibilidad para reconocer y considerar en todo momento los derechos y libertades inherentes a la condición humana de otros servidores públicos y de la ciudadanía.”

Por lo que es evidente que en divergencia a los pretende hacer ver mi acusadora, no hay adecuación de los hechos que se imputan a mi Representado.

CUARTO

FALTA DE FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACION

El hecho que se me atribuye, se observa de manera incorrecta al no existir responsabilidad por parte de El suscrito, el análisis que efectúa en la imputación parte de una premisa equivocada, al dejar de considerar el tema de la disciplina y el respeto, el referirse al incumplimiento de obligaciones, lo que además, resulta del mismo modo ambiguo, al no señalar las obligaciones supuestamente incumplidas.

Establece una indebida fundamentación de la infracción.

En razón de que el informe de presunta Responsabilidad establece que cometí una infracción sin precisar La misma.

Faltas Administrativas no Graves de los Servidores Públicos. ARTÍCULO 48. Incurrirá en falta administrativa no grave el servidor público cuyos actos u omisiones incumplan o transgredan lo contenido en las obligaciones siguientes: II. Denunciar, en términos del artículo 95 de esta Ley, los actos u omisiones que en ejercicio de sus funciones llegare a advertir, que puedan constituir faltas administrativas;

Así mismo se le impone una multa elevada toda vez que la autoridad o en éste caso el Ente Público al que pertenece mi representado en ningún momento acreditó haber recibido un prejuicio o daño en su patrimonio ya sea económico o en especie por lo cual no se puede establecer que con mi supuesta falta le haya causado un daño al patrimonio del mismo, tal y como lo quiere hacer parecer la parte acusadora.

Se aprecia la falta de una debida justificación y motivación y como es que se pretende hacer responsable de una falta no existente, mucho menos propia de El suscrito, por tanto es evidente la falta de responsabilidad.

QUINTO

Excluyentes de responsabilidad.

Como se observa el suscrito me encuentro ajena a cualquier tipo de responsabilidad de la cual se me pretende hacer responsable, al no existir los elementos que acrediten cualquier tipo de obligación o responsabilidad por mi parte por tanto.

Ahora bien lo dispuesto por el numeral 103 de la Ley de responsabilidades Administrativas para el Estado y municipios de San Luis Potosí, que establece: “ARTÍCULO 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de  los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.  La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.” Es decir, que al no existir daño ni perjuicio a la hacienda pública, resulta improcedente imponer sanción administrativa alguna, además de que mi actuación fue realizada conforme a derecho.

Como se observa en el expediente de investigación, no existe perjuicio o daño al patrimonio además de ser totalmente exenta de cualquier responsabilidad, por tal razón no existe ningún tipo de responsabilidad de mi representado.

En ese orden de ideas resulta aplicable y se invocan como causales de excluyentes de responsabilidad las siguientes:

La acción o la omisión se realicen en cumplimiento de un deber jurídico de un derecho, siempre que exista necesidad racional de la conducta empelada para cumplirlo o ejercerlo, y al no existir una responsabilidad directa de El suscrito debe de eximirme de cualquier tipo de responsabilidad.

En atención a las circunstancias que concurren en la realización de una conducta ilícita, no sea racionalmente exigible al sujeto una conducta diversa a la que realizó, en virtud de no haberse podido conducir conforme a derecho;

Si bien, las excluyentes de responsabilidad, también son propias del derecho penal, bajo la misma línea interpretativa que ha manejado la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito, resultan aplicables al derecho administrativo sancionador.

Al respecto se han pronunciado en la tesis de jurisprudencia siguiente:

DERECHO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR. PARA LA CONSTRUCCIÓN DE SUS PROPIOS PRINCIPIOS CONSTITUCIONALES ES VÁLIDO ACUDIR DE MANERA PRUDENTE A LAS TÉCNICAS GARANTISTAS DEL DERECHO PENAL, EN TANTO AMBOS SON MANIFESTACIONES DE LA POTESTAD PUNITIVA DEL ESTADO. […]”

Por todas esas razones al momento de resolver el presente procedimiento de responsabilidad, deberán de contemplarse todas y cada una de las manifestaciones vertidas, de igual manera ofrezco las siguientes pruebas a fin de que sean contempladas al momento de resolver.
SEXTO.
Me causa agravio la ilegal sanción dictada a mi Representada en razón de que nunca se contempló, que El suscrito no tenía ningún tipo de responsabilidad en los hechos que se me imputan además de no ser fundado y motivado adecuadamente el actuar de la autoridad.

Ahora bien dentro de lo anterior es evidente que la autoridad demandada no le dio una evidente correcta motivación y fundamentación al realizar su determinación ya que como es evidente el suscrito no incumplí en mis funciones, trata de imponer una responsabilidad que no me aplica al no existir ni motivación (sic) ni motivación por parte de la acusadora, es ilógica la ilegal fundamentación y motivación que pretende realizar la autoridad al decir en un inicio que no forma parte de su responsabilidad ni de sus obligaciones, siendo dicha resolución ilógica e ilegal.

Por tanto es evidente que no existe una lógica jurídica al momento de calificar, es evidentemente que el suscrito no tiene ningún tipo de responsabilidad en el asunto, y por tanto es arbitraria e ilegal la amonestación que se me pretende realizar. Sirve de apoyo la siguiente jurisprudencia.

La fundamentación y motivación que se le está dando a la prueba es totalmente errónea y no puede ser calificada y darle valor probatorio a la misma.
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“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. […]”

Me causa agravio la ilegal sanción dictada a mi Representado en razón de que nunca se contempló, que de su actuación no se deriva ningún tipo de responsabilidad, además de ser excesivo, porque no fueron considerados los supuestos siguientes;

ARTÍCULO 76. Las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta los siguientes Elementos:

I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra;

II. La conveniencia de suprimir las practicas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público:

III. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones;

IV. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público

V. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor;

VI. La antigüedad del servicio;

VII. La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones; y }

VIII. En su caso, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta.

La calificación que se dio a la fracción I del artículo 76 en mención, deviene ilegal en razón de que el suscrito cumplió con las obligaciones que señala dicha disposición al actuar con honradez, lealtad, imparcialidad, y eficiencia al haber en primer tiempo hablado con el sentenciado y además con el propio visitador y explicarles a ambos la situación del sentenciado.

Las sanciones previstas en la ley de responsabilidad patrimonial establecen:

ARTÍCULO 75. Las sanciones administrativas consistirán en:

I. Amonestación, pública o privada.

II. Apercibimiento, público o privado:

III. Multa;

IV. Suspensión del empleo, cargo o comisión, de tres días a seis meses;

V. Destitutción del puesto, y

VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público.

Existe un exceso en la sanción aplicable al suscrito, y se encuentra calificada como excesiva toda vez que no se acreditó en primer momento el monto del daño causado al patrimonio a la dependencia que pertenezco, conforme al principio de proporcionalidad al no estar acreditado dicho daño al patrimonio resulta excesiva la multa que me fue impuesta en la resolución que ahora se impugna.

En efecto, de conformidad con el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos todo acto que se emita por autoridad deberá estar fundado y motivado, además, dicha fundamentación y motivación en estricto acatamiento a las garantías de legalidad y seguridad jurídicas, deberá ser adecuada, entendiéndose por ello, que se expresen las normas legales aplicables de manera exacta y puntual al acto o hecho sancionado, así como las razones particulares y específicas que se adecuen la hipótesis prevista en el ordenamiento legal. Así, dicho numeral es preciso señalar que:

“…Art. 16.- Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento…”

En relación con el dispositivo constitucional pre transcrito, la Ley de Justicia Administrativa del Estado es precisa en señalar como causa de nulidad de los actos administrativos, que estos omitan cumplir con los requisitos formales exigidos por las leyes, destacándose inclusive la ausencia de fundamentación y motivación, lo que se traduce como imperativo legal para todas las autoridades del estado, que al emitir sus actos o resoluciones, deberán satisfacer a cabalidad la garantía de seguridad jurídica, concretamente, la fundamentación y motivación de los actos que emitan en perjuicio de los particulares.

Sirve de apoyo a lo anterior el siguiente criterio emitido por los Tribunales de la Federación.

FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. […]”
Establecido lo anterior, lo conducente es continuar con la calificación de cada uno de los conceptos de impugnación.
DÉCIMO. Estudio y calificación de los conceptos de impugnación en contra de la falta administrativa.
Por cuestión de método, este Tribunal de Alzada procede a analizar en primer término del concepto de impugnación identificado como SEGUNDO
, en donde el actor medularmente se duele de que en el procedimiento administrativo no se atendió el principio de tipicidad, en virtud de que no se estableció en el informe de presunta responsabilidad la conducta que se le atribuyó al servidor público, las circunstancias de tiempo, modo, lugar en que ocurrieron los hechos imputados así como la responsabilidad y funciones que infringió.
Para refutar los argumentos anteriores, la autoridad demandada se pronunció aduciendo que son infundados e inoperantes, toda vez que refiere que de la resolución de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, se desprende que sí señaló de manera concreta cual conducta le atribuyó al servidor público, así como los artículos de la normativa respectiva. 

Pues señala, que se determinó que incumplió con el contenido del artículo 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las fracciones I, XI, XXIV y XXX del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ya que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, desempeñó simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, y que, correspondieron al pago de un sueldo por parte de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado y un pago de salario por el Sistema Educativo Estatal Regular.
Además refiere, que para estar en aptitud legal de resolver dicho asunto, era necesario establecer el deber jurídico que vincula al servidor público con el bien que tutelan las obligaciones previstas en los artículos  que anteceden, disposiciones que estimó infringidas, y que, se resumen en: abstenerse a desempeñar algún empleo, cargo o comisión oficial o particular que la ley le prohíba; ello en virtud, de que la responsabilidad administrativa de los servidores públicos, surge como consecuencia de los actos u omisiones, que se definan, ya sea por la propia legislación, bajo la cual se expidieron los nombramientos  de los funcionarios por la Ley que rige el acto que se investigó, pues de no considerarse así, bastaría que el ordenamiento respectivo no previera las obligaciones o deberes que a cada funcionario le corresponden, para dejar impunes prácticas contrarias a la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficacia que orientan a la administración pública y que garantizan el buen desempeño del servicio público, bajo el principio unitario de coherencia entre las actuación de los servidores públicos y los valores constitucionales conducentes, sobre la base de un correlato de deberes generales y la exigibilidad activa de su responsabilidad.

Que en ese sentido, todo servidor público tiene la obligación de acatar y observar el contexto general de disposiciones legales que normen y orienten su conducta, a fin de salvaguardar los principios que la propia ley fundamental estatuye como pilar del estado de derecho, pues la apreciación de faltas implica constatar la conducta con las normas propias o estatutos que rigen la prestación del servicio y la relación administrativa entre el servidor público y el estado.

Por lo que se concluye, que en ningún momento se transgredió el principio de tipicidad, toda vez que fue clara y precisa en establecer la relación causal entre la conducta investigada y los artículos de la normatividad aplicable que con dicha conducta infringió, sin que la ley aplicable tuviera que prever obligatoriamente la conducta exacta que el actor infringió con su conducta y la sanción específica que dicha infracción conlleva, pues si bien, el principio de tipicidad es aplicable al derecho administrativo sancionador, por tratarse de una de las formas en que el Estado puede ejercer su facultad punitiva, refiere que no debe soslayarse que el acató a dicho principio no es irrestricta.

Esta Sala Superior considera que el concepto de nulidad que se analiza es infundado.

En primer término, debe precisarse que el informe de presunta responsabilidad administrativa
, del que hace alusión el implicado, es un instrumento en el que las autoridades investigadoras describen los hechos relacionados con alguna de las faltas señaladas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, y en el caso en concreto, al denunciado se le atribuyó la falta administrativa prevista en el artículo 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la abrogada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que, dicha norma no fue aplicable al presente asunto conforme a lo dispuesto en los artículos Tercero transitorio párrafo cuarto de la Ley General de Responsabilidades Administrativas
, y su correlativo Cuarto transitorio de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí
.

A propósito de lo anterior, es menester precisar que la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, interpretó el artículo Tercero transitorio de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, al resolver la contradicción de tesis 103/2020, para determinar cuál es la legislación aplicable en cuanto al procedimiento para sancionar las conductas acaecidas previamente al diecinueve de julio de dos mil diecisiete, fecha en que entró en vigencia la citada Ley General; al efecto estableció como punto de inflexión el inicio de la investigación, pues determinó que el inicio del procedimiento se da con el inicio de la investigación, atentos a que la Ley General de Responsabilidades Administrativas engloba la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras, por lo cual, la estrecha vinculación entre la fase de investigación y las posteriores, implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada, por lo que se considera que el procedimiento inicia con la investigación. 

De dicha contradicción de tesis, surgió el siguiente criterio jurisprudencial:

“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. CUANDO LA INFRACCIÓN HAYA OCURRIDO ANTES DEL 19 DE JULIO DE 2017 SIN QUE SE HUBIERE INICIADO EL PROCEDIMIENTO DE RESPONSABILIDAD, RESULTA APLICABLE PARA EL PROCEDIMIENTO DISCIPLINARIO LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS (INTERPRETACIÓN DEL ARTÍCULO TERCERO TRANSITORIO DE LA LEY GENERAL DE RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS). - Hechos: El Pleno de Circuito y el Tribunal Colegiado de Circuito contendientes analizaron cuál legislación resulta aplicable para el procedimiento de responsabilidad administrativa si la conducta se ejecutó antes del 19 de julio de 2017, pero la investigación inició en esa fecha o en una posterior. Al respecto llegaron a soluciones contrarias, pues para el Pleno en Materia Administrativa del Primer Circuito el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, mientras que el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Séptimo Circuito concluyó que la legislación aplicable para el procedimiento es la vigente en la fecha en que se cometió la conducta.- Criterio jurídico: La Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación determina que el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas.- Justificación: La Ley General de Responsabilidades Administrativas fue creada como un cuerpo normativo que busca englobar la totalidad de las actuaciones necesarias para determinar la existencia de causales de responsabilidad y, en su caso, sancionarlas, lo cual generó que las etapas procedimentales estuvieran enlazadas y tuvieran un efecto unas respecto de otras; la estrecha vinculación entre la fase de investigación y las posteriores, implica que el trámite sea uniforme, desde la investigación hasta la resolución, y sus etapas no se pueden entender de manera aislada. Ahora bien, de conformidad con el artículo tercero transitorio del decreto por el que se expidió la Ley General de Responsabilidades Administrativas, los procedimientos administrativos iniciados antes del 19 de julio de 2017 deberán concluir según las disposiciones aplicables vigentes a su inicio. Sin embargo, si la conducta se ejecutó antes de esa fecha, pero la investigación inició con posterioridad a ella, el procedimiento debe seguirse conforme a la Ley General de Responsabilidades Administrativas y la resolución será emitida por la autoridad competente. Contradicción de tesis 103/2020.” 

Entonces, para determinar la normatividad aplicable a conductas realizadas antes de diecinueve de julio de dos mil diecisiete, se debe atender a la fecha de inicio de investigación de dichas conductas, de modo tal, que cuando se ha iniciado la investigación antes de la fecha indicada, en que entró en vigencia la Ley General de Responsabilidades Administrativas, se debe considerar iniciado el procedimiento y, por tanto, debe concluirse conforme a la normatividad con que se inició, en el caso de San Luis Potosí conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, mientras que, cuando la investigación se inicia en una fecha posterior, el procedimiento que debe seguirse es el previsto en la Ley de Responsabilidades Administrativas del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Así, en el caso que nos ocupa, la investigación fue iniciada el ocho de junio de dos mil diecisiete
, por la Dirección de Responsabilidades e Inconformidades de la Contraloría General del Estado, según el auto de esa fecha, que obra de la foja veintiocho a la treinta y dos, de la copia certificada del expediente **********, ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R; es decir, con la vigencia de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por lo que el procedimiento de responsabilidad debe concluirse conforme a dicha disposición legal, y el informe de presunta responsabilidad administrativa, del que hace alusión el actor, no es una actuación que contemple esa Ley. 
Ahora bien, el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y los Tribunales Colegiados de Circuito se han pronunciado reiteradamente en el sentido de que el principio de tipicidad relativo a la materia penal, es aplicable también en tratándose de infracciones y sanciones administrativas y, por ende, en materia de responsabilidades de los servidores públicos, a virtud del cual, debe existir un predeterminación clara y precisa de las conductas ilícitas y las sanciones correspondientes, así como una adecuación de la conducta a la descripción típica. A efecto de dar sustento a lo anterior, a continuación se transcriben las siguientes tesis de jurisprudencia:

“TIPICIDAD. EL PRINCIPIO RELATIVO, NORMALMENTE REFERIDO A LA MATERIA PENAL, ES APLICABLE A LAS INFRACCIONES Y SANCIONES ADMINISTRATIVAS.- El principio de tipicidad, que junto con el de reserva de ley integran el núcleo duro del principio de legalidad en materia de sanciones, se manifiesta como una exigencia de predeterminación normativa clara y precisa de las conductas ilícitas y de las sanciones correspondientes. En otras palabras, dicho principio se cumple cuando consta en la norma una predeterminación inteligible de la infracción y de la sanción; supone en todo caso la presencia de una lex certa que permita predecir con suficiente grado de seguridad las conductas infractoras y las sanciones. En este orden de ideas, debe afirmarse que la descripción legislativa de las conductas ilícitas debe gozar de tal claridad y univocidad que el juzgador pueda conocer su alcance y significado al realizar el proceso mental de adecuación típica, sin necesidad de recurrir a complementaciones legales que superen la interpretación y que lo llevarían al terreno de la creación legal para suplir las imprecisiones de la norma. Ahora bien, toda vez que el derecho administrativo sancionador y el derecho penal son manifestaciones de la potestad punitiva del Estado y dada la unidad de ésta, en la interpretación constitucional de los principios del derecho administrativo sancionador debe acudirse al aducido principio de tipicidad, normalmente referido a la materia penal, haciéndolo extensivo a las infracciones y sanciones administrativas, de modo tal que si cierta disposición administrativa establece una sanción por alguna infracción, la conducta realizada por el afectado debe encuadrar exactamente en la hipótesis normativa previamente establecida, sin que sea lícito ampliar ésta por analogía o por mayoría de razón.- PLENO.- ACCIÓN DE INCONSTITUCIONALIDAD 4/2006.”

“PRINCIPIO DE LEGALIDAD. LA TIPICIDAD CONSTITUYE SU BASE FUNDAMENTAL Y RIGE, CON LOS PRINCIPIOS DE TAXATIVIDAD Y DE PLENITUD HERMÉTICA DERIVADOS DE AQUÉL, COMO PILAR DE UN SISTEMA DE DERECHO PENAL EN UN ESTADO DEMOCRÁTICO DE DERECHO.- El artículo 14 de la Constitución Federal consagra el conocido apotegma nullum crimen sine poena, nullum poena sine lege certa traducible como el que no puede haber delito sin pena ni pena sin ley específica y concreta para el hecho de que se trate; de ello deriva la importancia que la dogmática jurídico-penal asigna al elemento del delito llamado tipicidad, entendido como la constatación plena del encuadramiento exacto entre los componentes de una hipótesis delictiva descrita en la ley y un hecho concreto acontecido y probado en el mundo fáctico. La tipicidad es un presupuesto indispensable del acreditamiento del injusto penal que se entiende como la desvaloración de un hecho sin ponderar aun el reproche posible a su autor, y constituye la base fundamental del principio de legalidad que rige, con todas sus derivaciones, como pilar de un sistema de derecho penal en un estado democrático de derecho. Así, del propio principio podemos encontrar como derivaciones los de taxatividad o exigencia de un contenido concreto y unívoco en la labor de tipificación de la ley, es decir, que la descripción típica no debe ser vaga ni imprecisa, ni abierta o amplia al grado de permitir la arbitrariedad; de igual forma, el principio de plenitud hermética en cuanto a la prohibición de analogía o mayoría de razón en la aplicación de la ley penal, traduciéndose en la exigencia de exacta aplicación de la ley que se contiene de manera expresa, en el caso mexicano en el actual párrafo tercero del artículo 14 constitucional que dice: "En los juicios del orden criminal queda prohibido imponer, por simple analogía y aun por mayoría de razón, pena alguna que no esté decretada por una ley exactamente aplicable al delito de que se trata."

De este modo, el principio de tipicidad previsto en el artículo 14 de la Constitución política de los Estados Unidos Mexicanos, consiste en la constatación plena del encuadramiento exacto entre los componentes de una hipótesis de infracción administrativa, descrita en la ley y un hecho concreto acontecido y probado en el mundo fáctico, siendo un presupuesto indispensable para la demostración de la responsabilidad administrativa a cargo de un servidor público, derivada de la comisión de una infracción a una disposición legal o reglamentaria, la cual, una vez acontecida, trae como consecuencia la imposición de las sanciones que la autoridad estime justas y equitativas.
En ese sentido, en el caso que no ocupa, de las constancias del expediente **********, ofrecido en copia certificada en archivo digital, disco versátil digital DVD-R, mismo que se le otorga pleno valor probatorio de conformidad con el artículo 72 fracción I y 74 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí
; se advierte el auto de veinticinco de junio de dos mil diecinueve
, mismo que le fue notificado al actor el catorce de junio de dos mil veintiuno
, en el cual la Dirección de Responsabilidades y Ética pública de la Contraloría General del Estado, ordenó el inicio del procedimiento de responsabilidad administrativa en contra del servidor público ********** y estableció destacadamente lo siguiente:
“[…]

Toda vez y como se desprende las constancias de autos que obran en el presente expediente, se presume que se incurrieron en conductas irregulares atribuibles al servidor público **********, Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; ya que infringe los artículos 132, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 52, fracción XII de la Ley de Los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí; 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Ya que al analizar documentales consistentes en: 1) copia fotostática simple de la orden de servicio No. DG/DSA/RH/9352016 (nombramiento), de fecha 15 quince de enero de 2016 dos mil dieciséis, signado por la Profesora **********, Directora General del Sistema Educativo Estatal Regular, a favor de **********, en el cual le hace de su conocimiento prestar sus servicios en el Departamento de Contraloría Interna de esa dependencia como Controlador  Administrativo “A”, turno vespertino; 2) copias certificadas de los oficios **********, de fecha 31 de marzo de 2016, por medio de los cuales, el Contralor Interno del Sistema Educativo Estatal, le informa al servidor público **********, como auditor interno de dicha dirección general, que ha sido comisionado para llevar a cabo una auditoría integral a la escuela segundaria “Prof. José Ciriaco Cruz” y en el Cedie 3 “Profra. Ma De la Luz Juárez Mares”, ambas del turno vespertino por el ciclo escolar 2015-2016 respectivamente; 3) copias certificada del formato único de personal no. ********** de fecha 07 siete de noviembre del año 2014 dos mil catorce, signado por la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, y; 4) oficio **********, de fecha 05 cinco de julio de 2017 dos mil diecisiete, signado por **********, en su carácter de responsable de la Coordinación General de Recursos Humanos de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, dirigido al Contralor Interno de dicha dependencia, en el cual informa que **********, Ingresó en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación Pública de Gobierno del Estado, desde el 16 dieciséis de junio de 1994 mil novecientos noventa y cuatro, medios de prueba de los cuales se desprende que el servidor público denunciado desempeña dos empleos públicos por los cuales percibe sueldo tanto como: 

a) Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, desde el 16 dieciséis de junio de 1994 mil novecientos noventa y cuatro, con un sueldo de $14,480.56 (Catorce mil novecientos ochenta pesos 56/100) m.n., y un horario de 08:00 ocho horas a 15:00 quince horas, como se acredita con el oficio **********, de fecha 05 cinco de julio de 2017 dos mil diecisiete, signado por **********, en su carácter de Responsable de la Coordinación General de Recursos Humanos de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, dirigido al Contralor interno de dicha dependencia, el cual obra en autos del presente expediente, así como con el Organigrama de Personal correspondiente al área de la Secretaria de Educación de Gobierno del Estado.

b) Controlador Administrativo “A”, Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, como se acredita con la orden se servicio No. ********** (nombramiento), de fecha 15 de enero de 2016, signado por la Profesora **********, Directora General del Sistema Educativo Estatal Regular, a favor de **********, en el cual le hace de su conocimiento prestar sus servicios en el Departamento de Contraloría Interna de esa dependencia como Controlador Administrativo “A”, turno vespertino desde el 15 quince de enero de 2016 dos mil dieciséis, con un sueldo bruto mensual de $9,195.97 (Nueve mil ciento noventa y cinco pesos 97/100), m.n., y un horario de 16:00 a las 20:30 horas, tal y como se demuestra con el oficio No. 0334/2017 de fecha 05 cinco de julio de 2017 dos mil diecisiete, signado por **********, en su carácter de Contralor Interno del Sistema Educativo Estatal Regular, en donde informa el salario que percibe el servidor publico investigado como empleado en esa dependencia, asimismo se acredita con el oficio No. **********, de 17 diecisiete de febrero de 2017, dos mil diecisiete dirigido al contralor interno del S.E.E.R. **********, y signado por **********, Directora de Servicios Administrativos del Sistema Educativo Estatal Regular en el cual anexa la relación de personal adscrito al departamento  de contraloría interna de dicha dependencia y en donde se describe al involucrado con plaza de Contralor Administrativo “A” y el horario mencionado.

En tales circunstancias, se desprenden conductas irregulares, presuntamente atribuibles a Teodoro Castillo Cebrián, quien desempeña el cargo de Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado; pues de presume incumplió con las obligaciones inherentes al ejercicio de su cargo como servidor público, infringiendo con esto, los artículos 132, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí;15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí y 52, fracción XII de la Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí y que literalmente dicen:

“Constitución Política Del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí”

”Artículo 132.- Ninguna persona puede desempeñar a la vez dos cargos de elección popular, pero la electa puede optar entre ambos el que quiera desempeñar. Jamás podrán reunirse en una misma persona dos empleos públicos por los que disfrute sueldo, exceptuando los del ramo de educación.

Los servidores públicos deberán atender de tiempo completo las funciones de su encargo y no podrán desempeñar empleos o trabajos particulares que motiven conflictos de interés en relación a sus cargos.”

“Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí”

ARTICULO 15. Los servidores públicos del Poder Ejecutivo no podrán desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión en el Gobierno Federal, Estatal o Municipal por los que disfruten sueldo, con excepción de los del ramo de instrucción pública. Tampoco podrán desempeñar durante su encargo trabajos o empleos que las leyes les prohíban.

Los titulares de las dependencias y entidades, así como los subsecretarios, directores, subdirectores y quienes ocupen puestos de rango semejante, deberán atender de tiempo completo las funciones de su encargo y no podrán desempeñar empleos o trabajos particulares que motiven conflictos de intereses en relación a sus atribuciones.
“Ley de los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí” 

ARTÍCULO 52.- Son obligaciones de los trabajadores al servicio de las instituciones públicas a que se refiere esta ley:

XII.- No desempeñar otro empleo, cargo o comisión oficial o particular, que sean incompatibles con los horarios y ejecución de sus labores;
c) Leyes anteriores, en las cuales se describen las obligaciones que se tiene como servidor públicos, y se presume incumplió **********, en el desempeño de su encargo como Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, generando con su incumplimiento una falta a las disposiciones legales aplicables, al detectarse que de manera simultánea ejerció dos cargos en la administración pública estatal; ya que tales disposiciones establecen que jampas podrán reunirse en una sola persona dos empleos públicos por los que disfrute sueldo, excepto los del ramo educativo; hipótesis esta última, que en la especie no se actualiza, entonces como servidor público no podía desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión en el Gobierno Federal, Estatal o Municipal por el que disfrutara de algún sueldo, desempeñando por lo tanto, dos empleos públicos a nivel estatal, con lo cual gozaba de cobro sueldo, como se desprende del oficio **********, de fecha 05 cinco de julio de 2017 dos mil diecisiete, signado por **********, en su carácter de Responsable de la Coordinación General de Recursos Humanos de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, dirigido al Contralor interno de dicha dependencia, en el cual informa que ********** ingresó en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación Pública de Gobierno del Estado, desde el 16 dieciséis de junio de 1994 mil novecientos noventa y cuatro, $14,480.56 (Catorce mil novecientos ochenta pesos 56/100) m.n., y un horario de 08:00 ocho horas a 15:00 quince horas; así como con lo manifestado en el oficio No. 0334/2017 de fecha 05 cinco de julio de dos mil diecisiete signado por **********, en su carácter de Contralor Interno del Sistema Educativo Estatal Regular, en donde informa  que el presunto responsable ********** ingreso a laborar a la Contraloría Interna del Sistema Educativo Estatal Regular, desde el 15 quince de enero de 2016 dos mil dieciséis, con un sueldo bruto mensual de $9,195.97 (Nueve mil ciento noventa y cinco pesos 97/100), m.n., y un horario de 16:00 a las 20:30 horas, asimismo se acredita con el oficio No. **********, de 17 diecisiete de febrero de 2017, dos mil diecisiete dirigido al contralor interno del S.E.E.R. **********, y signado por **********, Directora de Servicios Administrativos del Sistema Educativo Estatal Regular en el cual anexa la relación de personal adscrito al departamento  de contraloría interna de dicha dependencia y en donde se señala a ********** con cargo de Contralor Administrativo “A” y por otro lado con la orden de servicio No. ********** (nombramiento), de fecha 15 de enero de 2016, signado por la Profesora **********, Directora General del Sistema Educativo Estatal Regular, a favor de **********, en el cual le hace de su conocimiento prestar sus servicios en el Departamento de Contraloría Interna de esa dependencia como Controlador Administrativo “A”, turno vespertino desde el 15 quince de enero de 2016 dos mil dieciséis.

[…]”

De lo anterior, se desprende en esencia, que la infracción que se le atribuyó al servidor público **********, es la siguiente:
a) FALTA: Desempeñar de manera simultánea dos cargos en la administración pública estatal.
b) PUESTO O CARGO: Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado.
c) CONDUCTA: Desempeñar de manera simultánea dos cargos en la administración pública estatal, como 1. Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, desde el  dieciséis de junio de mil novecientos noventa y cuatro, con un sueldo de $14,480.56 (Catorce mil novecientos ochenta pesos 56/100) m.n., y un horario de ocho horas a quince horas, y 2. Controlador Administrativo “A”, Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del Sistema Educativo Estatal Regular, Turno Vespertino, desde el quince de enero de dos mil dieciséis, con un sueldo bruto mensual de $9,195.97 (Nueve mil ciento noventa y cinco pesos 97/100), m.n., y un horario de dieciséis horas a las veinte con treinta horas.
d) FUNDAMENTO LEGAL: artículos 132, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 52, fracción XII de la Ley de Los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí; 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En virtud de lo anterior, contrario a lo que refiere el apelante, la Dirección de Responsabilidades y Ética pública de la Contraloría General del Estado, sí respetó el principio de tipicidad, toda vez que sí se estableció en el expediente de responsabilidad **********, la conducta que se le atribuyó al servidor público **********, las circunstancias de tiempo, modo, lugar en que ocurrieron los hechos imputados así como la responsabilidad y funciones que presuntamente infringió, siendo las previstas en los artículos 132, de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí; 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí; 52, fracción XII de la Ley de Los Trabajadores al Servicio de las Instituciones Públicas del Estado de San Luis Potosí y 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; por lo que, sí existe un encuadramiento entre los componentes de la hipótesis de la infracción administrativa descrita en dichos artículos y los hechos acontecidos.

Por otro lado, respecto del concepto de impugnación identificado como PRIMERO, a través del cual la parte impugnante hace valer sustancialmente que se contravino en su perjuicio el principio de presunción de inocencia previsto en el artículo 8°de la Convención Americana de Derechos Humanos; normativos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 21, párrafo primero, y 102, apartado A, párrafo segundo, todos de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que no se realizó la valoración correcta de las pruebas y no se justificó el monto del daño al patrimonio del ente público.

Alega también, que la autoridad substanciadora soslayó observar el principio de legalidad, de presunción de inocencia, imparcialidad, objetividad, congruencia y respeto a los Derechos Humanos, contemplados en el artículo 113 de la Ley de Responsabilidades Administrativas, mismos que se encuentran vinculados con los principios de legalidad, razonabilidad, presunción de inocencia, tipicidad y debido proceso, previstos en el artículo 2° de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, al no cumplir con las formalidades exigidas por los artículos 3°, fracciones II, III y IV y 117 de la citada Ley de Responsabilidades, en el sentido de que las Contraloría Internas deben contar con una estructura orgánica integrada por las áreas investigadora, substanciadora y resolutora, y que en el caso no aconteció,  toda vez, que la misma autoridad actuó como juez y parte dentro del procedimiento.

Esta Sala de segunda instancia considera que el concepto de nulidad a estudio es infundado, conforme a las siguientes consideraciones.
En primer término, debe decirse que el principio de presunción de inocencia, es aplicable en los procedimiento de responsabilidad administrativa debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente que debe reconocérsele a la persona imputada en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción, cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la que formula la imputación. Lo anterior se obtiene de la tesis de jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA. ESTE PRINCIPIO ES APLICABLE AL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO SANCIONADOR, CON MATICES O MODULACIONES.- El Tribunal Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la tesis aislada P. XXXV/2002, sostuvo que, de la interpretación armónica y sistemática de los artículos 14, párrafo segundo, 16, párrafo primero, 19, párrafo primero, 21, párrafo primero y 102, apartado A, párrafo segundo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos (en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008), deriva implícitamente el principio de presunción de inocencia; el cual se contiene de modo expreso en los diversos artículos 8, numeral 2, de la Convención Americana sobre Derechos Humanos y 14, numeral 2, del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos; de ahí que, al ser acordes dichos preceptos -porque tienden a especificar y a hacer efectiva la presunción de inocencia-, deben interpretarse de modo sistemático, a fin de hacer valer para los gobernados la interpretación más favorable que permita una mejor impartición de justicia de conformidad con el numeral 1o. constitucional. Ahora bien, uno de los principios rectores del derecho, que debe ser aplicable en todos los procedimientos de cuyo resultado pudiera derivar alguna pena o sanción como resultado de la facultad punitiva del Estado, es el de presunción de inocencia como derecho fundamental de toda persona, aplicable y reconocible a quienes pudiesen estar sometidos a un procedimiento administrativo sancionador y, en consecuencia, soportar el poder correctivo del Estado, a través de autoridad competente. En ese sentido, el principio de presunción de inocencia es aplicable al procedimiento administrativo sancionador -con matices o modulaciones, según el caso- debido a su naturaleza gravosa, por la calidad de inocente de la persona que debe reconocérsele en todo procedimiento de cuyo resultado pudiera surgir una pena o sanción cuya consecuencia procesal, entre otras, es desplazar la carga de la prueba a la autoridad, en atención al derecho al debido proceso.- Contradicción de tesis 200/2013.”

En ese contexto, el principio de presunción de inocencia es un derecho humano que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con reglas encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal; algunas de éstas manifestaciones son como estándar de prueba, como regla probatoria y como regla de trato procesal, que respectivamente se traducen en que quien acusa está obligado a probar, que se debe absolver cuando las pruebas no satisfagan las condiciones necesarias para destruir la presunción de inocencia; es decir, la insuficiencia probatoria más allá de toda duda razonable sobre el estatus de inocente de que goza la persona sujeta a procedimiento, y que toda persona debe ser tratada como inocente en tanto no se declare su culpabilidad en una sentencia condenatoria firme.

Además, el principio de presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio, comporta dos normas sucedáneas: a) como regla de prueba que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y, b) una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar; como regla de prueba se refiere a las características que deben reunir los medios de prueba y quién debe aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente; lo que  se traduce en que las pruebas sean aptas y suficientes para destruir la presunción de inocencia de la persona imputada, en el caso el hoy implicado.

Lo anterior tiene sustento en las tesis de jurisprudencia de rubro y texto siguientes:

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO ESTÁNDAR DE PRUEBA.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "estándar de prueba" o "regla de juicio", en la medida en que este derecho establece una norma que ordena a los jueces la absolución de los inculpados cuando durante el proceso no se hayan aportado pruebas de cargo suficientes para acreditar la existencia del delito y la responsabilidad de la persona; mandato que es aplicable al momento de la valoración de la prueba. Dicho de forma más precisa, la presunción de inocencia como estándar de prueba o regla de juicio comporta dos normas: la que establece las condiciones que tiene que satisfacer la prueba de cargo para considerar que es suficiente para condenar; y una regla de carga de la prueba, entendida como la norma que establece a cuál de las partes perjudica el hecho de que no se satisfaga el estándar de prueba, conforme a la cual se ordena absolver al imputado cuando no se satisfaga dicho estándar para condenar.- Primera Sala.”

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA PROBATORIA.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de esas vertientes se manifiesta como "regla probatoria", en la medida en que este derecho establece las características que deben reunir los medios de prueba y quién debe aportarlos para poder considerar que existe prueba de cargo válida y destruir así el estatus de inocente que tiene todo procesado.- Primera Sala.”

“PRESUNCIÓN DE INOCENCIA COMO REGLA DE TRATO PROCESAL.- La presunción de inocencia es un derecho que puede calificarse de "poliédrico", en el sentido de que tiene múltiples manifestaciones o vertientes relacionadas con garantías encaminadas a regular distintos aspectos del proceso penal. Una de sus vertientes se manifiesta como "regla de trato procesal" o "regla de tratamiento" del imputado, en la medida en que este derecho establece la forma en la que debe tratarse a una persona que está sometida a proceso penal. En este sentido, la presunción de inocencia comporta el derecho de toda persona a ser tratado como inocente en tanto no se declare su culpabilidad por virtud de una sentencia condenatoria. Dicha manifestación de la presunción de inocencia ordena a los jueces impedir en la mayor medida posible la aplicación de medidas que impliquen una equiparación de hecho entre imputado y culpable, es decir, conlleva la prohibición de cualquier tipo de resolución judicial que suponga la anticipación de la pena.- Primera Sala.”

Atentos a lo anterior, el principio de presunción de inocencia traslada la carga de la prueba a la autoridad que formula la imputación, en el caso del expediente **********, a la Dirección General de Coordinación de Contralorías Internas y Comisarías de la Contraloría General del Estado, misma que actuó como autoridad investigadora en el procedimiento de responsabilidad administrativa y quien formuló la denuncia ante la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado.
En ese sentido del análisis de la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, dictada en el procedimiento de responsabilidad en comento, la que se encuentra visible a fojas veintiuno a treinta y seis de autos del expediente de origen, y que se tiene como si a la letra se reprodujera en obvio de innecesarias repeticiones, misma de la que se desprende que en el Considerando CUARTO, se precisó que la conducta irregular que se imputó a la parte actora consistió en que:
“… **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, consiste en que presuntamente desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la Contraloría Interna y otro pago de salario por el Sistema Educativo Estatal Regular, como Controlador Administrativo “A”, Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta  en una falta administrativa prevista en los artículo 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones I, XI, XXIV y XXX del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenamiento legal que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos materia de la presunta responsabilidad. …”
Como se desprende de la anterior transcripción, la autoridad demandada atribuyó a la accionante como irregularidad administrativa, la consistente en que desempeñó simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes como Auditor Especializado en la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado y como Controlador Administrativo “A”, Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna en el Sistema Educativo Estatal Regular, infringiendo con ello el articulo15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado en relación con el 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

Asimismo, del Considerando SEXTO, se observa que para acreditar la conducta irregular imputada a la accionante, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado analizó las constancias que se desprendían de los autos del procedimiento de responsabilidad, específicamente las consistentes en:
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTO

Asimismo, se advierte que dichas probanzas se valoraron en los siguientes términos:
“…

Documentales públicas las anteriores en términos de los artículos 280, fracción II y 323 fracciones II y V del Código de Procedimientos Civiles del Estado de San Luis Potosí, por ser documentos expedidos por un servidor público en el ejercicio de sus funciones a las cuales, se les otorga valor probatorio pleno, toda vez que dichos documentales no fueron objetadas por la presunta responsable, para acreditar las  conductas que le fueron atribuidas
…”
Además, respecto de los argumentos y pruebas de defensa, la autoridad demandada en el mismo considerando, precisó lo siguiente:
DIGITALIZACIÓN DE DOCUMENTO
Finalmente, en dicho Considerando SEXTO de la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado determinó lo siguiente:
“…
Este Órgano Estatal de Control, determina la existencia de elementos que constituyen responsabilidad administrativa, por parte de **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, por los hechos investigados, en razón de que desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la Contraloría Interna y otro pago de salario por el Sistema Educativo Estatal Regular, como Controlador Administrativo “A”, Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta  en una falta administrativa prevista en los artículo 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones I, XI, XXIV y XXX del artículo 56 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenamiento legal que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos materia de la presunta responsabilidad.

…”
De la cita que precede, se advierte que la autoridad enjuiciada, concluyó que con los elementos de prueba analizados, se comprobó que el servidor público **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, incurrió en una irregularidad administrativa al desempeñar simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, por lo que estableció que el accionante infringió el contenido de los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las fracciones I, XI, XXIV y XXX del artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, los cuales disponen lo siguiente:
“Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí

ARTICULO 15. Los servidores públicos del Poder Ejecutivo no podrán desempeñar ningún otro empleo, cargo o comisión en el Gobierno Federal, Estatal o Municipal por los que disfruten sueldo, con excepción de los del ramo de instrucción pública. Tampoco podrán desempeñar durante su encargo trabajos o empleos que las leyes les prohíban.

Los titulares de las dependencias y entidades, así como los subsecretarios, directores, subdirectores y quienes ocupen puestos de rango semejante, deberán atender de tiempo completo las funciones de su encargo y no podrán desempeñar empleos o trabajos particulares que motiven conflictos de intereses en relación a sus atribuciones.

Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí

ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan: …
I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; …
XI. Abstenerse de desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión oficial o particular que la ley le prohíba; …
XXIV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público; …
XXX. Las demás que les impongan otras disposiciones legales y reglamentarias.”
Por tanto, es evidente que contrario a lo manifestado por el accionante, en el procedimiento administrativo en estudio no se violentó el principio de presunción de inocencia en perjuicio del servidor público, ya que como se advirtió del análisis anteriormente realizado la autoridad demandada sí señaló en la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, como fue que, con la irregularidad atribuida al accionante se violaron los preceptos legales citados, lo cual además fue debidamente sustentado tras la valoración de las pruebas de cargo y de descargo que obraban en el procedimiento administrativo disciplinario.
Por otra parte, este Juzgador de Alzada estima que tampoco le asiste la razón al servidor público, cuando refiere que no se atendieron diversas disposiciones establecidas en la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí, en específico lo establecido en los artículos 3°, fracciones II, III y IV y 117 en el sentido de que, no hubo una separación de autoridades y que la misma actuó como juez y parte; toda vez que, como ya se estableció en párrafos precedentes dicha norma no es aplicable al caso concreto.

En consecuencia, de todo lo expuesto en el presente Considerando, esta Sala Superior constata que efectivamente, como lo determinó la autoridad demandada en la resolución impugnada, sí se acreditaron los elementos del tipo administrativo previstos en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las fracciones I, XI, XXIV y XXX del artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí; por ende, se estima ajustada a derecho la determinación en el sentido de que en la especie, sí se configuró la falta administrativa atribuida al servidor público **********.
DÉCIMO PRIMERO. Estudio y calificación de los agravios en contra de la sanción impuesta. A continuación, esta Sala Superior procede al análisis del CUARTO, QUINTO y SEXTO conceptos de impugnación esgrimidos por el servidor público, en los que señala por una parte, que de conformidad con el artículo 103 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, resultaba improcedente imponer sanción administrativa alguna, al no existir daño ni perjuicio a la hacienda pública y por otra parte, que se le impuso una sanción excesiva, que no se consideró lo establecido en los artículos 75 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado (sic), además de que, la responsabilidad administrativa no fue calificada de manera lógica, toda vez que no se acreditó ningún prejuicio o daño en contra del ente público por lo que conforme al principio de proporcionalidad, resultó excesiva la multa que se le impuso; que el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, contempla la garantía de legalidad y seguridad jurídica que debe revestir todo acto de autoridad, entre los que destaca la fundamentación y motivación, la cual debe ser adecuada
La autoridad demandada al producir su contestación, manifestó en relación a los conceptos de nulidad en estudio, que resultan inoperantes, pues la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no fue aplicable al momento de graduar la sanción, toda vez que en la parte sustantiva del asunto, se fundó conforme a la Ley que se encontraba vigente al momento de ocurrir las conductas; es decir, conforme a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Que si bien, esa autoridad determinó que no se desprendía la obtención por parte del servidor público de algún beneficio de carácter económico, ni existió un daño o perjuicio económico causado al Estado, dicho concepto no le perjudicaba al actor y, que tomó en consideración para determinar la sanción, los demás elementos previstos en el artículo 76 fracciones I, II, IV, VII y VIII de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Refirió además, que la resolución impugnada se encuentra fundada y motivada, ya que señaló los artículos específicos de la normatividad aplicable que con el actuar del servidor público se consideraron infringidos y las causas específicas de modo, tiempo y lugar, además de que señala, que no existió exceso en la sanción impuesta, toda vez que la graduó adecuadamente, y tomó en cuenta lo establecido por los artículos 75, 76 y 78 segundo párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado al individualizar la sanción, para lo cual transcribe los mismos razonamientos que expuso en la resolución de dieciséis de julio de dos mil veintiuno.

Que aunado a lo anterior, la citada Ley de Responsabilidades no establece un sistema de clasificación de gravedad, ni especifica qué tipo de conducta puede generar una responsabilidad grave o no grave; por lo tanto, la determinación de la gravedad de las faltas en que incurrió el servidor público investigado, quedó sujeta al prudente arbitrio de dicha autoridad como una de sus facultades discrecionales y, para sustentarlo cita la tesis de rubro: “SERVIDORES PÚBLICOS, GRAVEDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS.”
En ese sentido, este Tribunal de Alzada estima que la problemática planteada en el presente Considerando, se circunscribe a dilucidar si la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, justificó debidamente la imposición de la sanción de una multa por la cantidad de $21,255.00 (veintiún mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), al servidor público **********, por la comisión de la falta administrativa consiste en el desempeño simultáneo de dos cargos diferentes de la administración pública prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las fracciones I, XI, XXIV y XXX, del artículo 56, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
A juicio de esta Sala Superior, los conceptos de impugnación invocados por el actor, resultan fundados y suficientes para declarar la ilegalidad e invalidez de la resolución impugnada solo en el aspecto que a continuación se precisará; conforme a las siguientes consideraciones.
Como preámbulo, es necesario puntualizar que todas las autoridades tienen la obligación de fundar y motivar los actos de molestia que afecten la esfera jurídica de los particulares en términos del artículo 16, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos
.
En ese sentido, las autoridades están obligadas a plasmar en sus resoluciones, la correspondiente relación e ilación lógica de las razones especiales o causas inmediatas por las cuales arriban a su conclusión.
Es por ello, que al señalar el artículo 16, constitucional que todo acto de autoridad debe estar adecuada y suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresar con precisión el precepto legal aplicable al caso y, por lo segundo, que deben señalarse, también con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto; implica también que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configuren las hipótesis normativas.
Por tanto, a fin de cumplir con los derechos fundamentales de legalidad y seguridad jurídica en sus actos o resoluciones, las autoridades deben citar los preceptos legales aplicables al caso, así como precisar de forma congruente todas aquellas circunstancias especiales, razones particulares o causas en forma pormenorizada, que se hayan tenido en consideración para tener por acreditados dichos extremos. 
Tales exigencias tienen como propósito evidente que en todo acto de autoridad, el afectado conozca la esencia de los argumentos legales y de hecho en que se apoyó la autoridad, de manera que quede plenamente capacitado para rendir prueba en contrario de los hechos aducidos por la autoridad, y para alegar en contra de su argumentación jurídica. 
Sirve de apoyo a lo anterior, los siguientes criterios cuyos rubros dicen:
"FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN."

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS.”

Precisado lo anterior, es menester recordar que el acto recurrido lo constituye la resolución de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, emitida por la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, por la cual resolvió lo siguiente: a) tener por acreditada la existencia de responsabilidad administrativa atribuida al servidor público**********; y b) se le impuso la sanción administrativa consistente en una multa por la cantidad de $21,255.00 (veintiún mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), y de su contenido se desprende en esencia, que la autoridad expuso lo siguiente para individualizar dicha sanción:
“l.- La GRAVEDAD de la responsabilidad en que se incurrió. Que en el caso que nos ocupa, se refiere a los actos y omisiones precisados con anterioridad, por los cuales se desprende que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, en razón de que desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la Secretarla de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la Contraloría interna y otro pago de salario por el Sistema Educativo Estatal Regular, como Controlador Administrativo "A", Comisionado en el Departamento de Contraloría interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones I, Xl, XXIV y XXX, del artículo 56 de Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que al determinarse que ¡incumplió con su obligación de salvaguardar la legalidad, honradez y eficiencia que debe observar en el desempeño de su cargo y cuyo incumplimiento es causa de responsabilidad administrativa, se hace necesario enfatizar que dicha conducta, alcanza una gravedad media que debe ser sancionado de manera ejemplar, a fin de que en lo sucesivo, estas o diversas conductas irregulares, no se repitan por dicho servidor público, lo anterior quedando acreditado con todas y cada una de las pruebas aportadas al presente procedimiento administrativo, demostrándose su total desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, evidenciando falta de interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones, lo cual, evidentemente implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tiene encomendado, causando deficiencia en el mismo, catalogándose su conducta con una gravedad media.
Elementos los anteriores por los que se considera conveniente imponerle una sanción ejemplar, por lo tanto, este aspecto se tomará en cuenta en prejuicio del encausado para determinar la sanción. Ahora bien, en cuanto a la magnitud de la responsabilidad del sujeto investigado, sirve de apoyo las Tesis Jurisprudencial que ha sustentado al respecto la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que a continuación se transcriben:

Época Noveno Época, Rastro: 193499, instancia: tribunales Colegiados de Circuito. Tipo de tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y la Gaceta, tomo X, Agosto de 1999, Materias (s)
Administrativa, Tesis: l./o.a.7o A, Página: 800 

“SERVIDORES PÚBLICOS, GRAVEDAD DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS. El artículo 54 fracción I, de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos señala entre otros elementos para imponer sanciones administrativas, la gravedad de la responsabilidad en que se incurra y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de la propia ley o las que se dicten con base en ella, sin que especifique qué tipo de conducta pueda generar una responsabilidad grave, esto es, el referido precepto no establece parámetros que deban respetarse para considerar que se actualiza tal situación. Por tal motivo, si la autoridad que sanciona a un servidor público no señaló tales parámetros, no incumple con el requisito a que alude tal numeral, pues de su redacción no se advierte que se imponga esa obligación a la autoridad sancionadora, por lo que queda a su criterio el considerar qué conducta puede ser considerada grave.”
ll.- La conveniencia de suprimir Prácticas que infrinja, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquier otra que rijaa el correcto desempeño del Servidor Público. La conducta de **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, resulta sancionable para evitar que se constituya como una mala práctica que afecte el desempeño del servicio público, a fin de que éste invariablemente sea desempeñado bajo los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen la prestación del servicio público, es decir, para lograr que el servidor público, se abstenga de actuar nuevamente fuera del margen de las obligaciones inherentes al cargo conferido, por otro lado, para que cesen las prácticas viciadas de todo servidor público en el ejercicio de su encargo, esto es, evitar que este tipo de conductas se repitan.

Para efecto de la imposición de la sanción administrativa objeto de esta resolución, el aspecto correspondiente a la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan en cualquier forma, las disposiciones de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, así como las que se dicten con base en ella o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público en atención a lo expresado en párrafos anteriores, destacando que ningún Servidor Público puede actuar a su arbitrio, pues las decisiones que se tomen en un cargo público, no pueden estar por encima de las disposiciones légales que rigen la actividad de la Administración Pública Estatal, así entonces, resulta procedente sancionar a **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado ya que de los hechos investigados, se acreditó que se apartó del deber jurídico que le impone la legislación que rige su desempeño de la actividad que tuvo encomendada como Servidor Público que ha quedado señalada en líneas que anteceden, en relación con las obligaciones que le impone el artículo 56 fracciones l, Xl, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, por las razones asentadas en el considerando SEXTO de la presente resolución. En consideración a lo anterior, es conveniente imponer una sanción que tenga el efecto de suprimir ese tipo de actuaciones que atentan contra el fin público del Estado, garante de la legalidad. Lo cual se considera en perjuicio del infractor para graduar la sanción a imponer. 

III.- El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones. De una revisión a las constancias que integran el Expediente de Procedimiento de Responsabilidad Administrativa, no se encuentra acreditado que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, en el ámbito de su competencia incurrió en algún daño o perjuicio económico a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en razón de que la observación atribuible, es de carácter cualitativo, por lo que al no encontrarse acreditado algún daño, causado en el ámbito de su competencia por el investigado a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, dicho elemento resulta en su beneficio, dado que la conducta y medios que se cometió la falta, dicha conducta requiere una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución.

lV.- Las circunstancias socioeconómicas del Servidor Público. Que en el caso es lo que le corresponde al sueldo de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, y que por dicho del mismo Servidor Público, corresponde a la cantidad de S14, 500.00 (Catorce mil quinientos pesos 00/100 M.N.), cantidad que se infiere le permite vivir de forma decorosa, así mismo cuenta con estudios de Carrera Técnica, que se infiere le permite conocer las normas que rigen la ejecución de los Recursos Públicos en el cargo que desempeña. Factor que no redunda en beneficio del infractor para graduar la sanción a imponer, dado que por la conducta y medios en que se cometió la falta, la cual amerita una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución.
V.- El nivel jerárquico v los antecedentes del Infractor. Que en el caso concreto, se trata de un Servidor Público que ostenta el cargo de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, que no tiene personal a su cargo, así como que, una vez realizada la búsqueda en el Registro de Servidores públicos Sancionados que para tal efecto lleva la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de esta Contraloría General del Estado, hasta el día 02 dos de Julio del 2014 dos mil catorce, fecha en que se reformó y adicionó el artículo 85 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de San Luis Potosí, dicho Servidor Público, no se encontró que haya sido sancionado anteriormente por faltas administrativas. Factor que redunda en beneficio del infractor para graduar la sanción a imponer, dado que por la conducta y medios en que se cometió la falta, esta amerita una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución.
VI.- Antigüedad en el servicio. En el caso, se acreditó que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno de¡ Estado, según su propio dicho tiene una antigüedad en el servicio público de veintiocho años aproximadamente, según declaración rendida con fecha veintitrés de junio de dos mil veintiuno. En tal virtud y en razón a la antigüedad en el servicio público, se ¡infiere que conocía con anterioridad a los hechos investigados, las obligaciones inherentes a su encargo, motivo por el cual, estuvo consciente de las mismas, respecto del servicio público que le fue encomendado, desde la fecha en que asumió el cargo, se colige que estaba obligado a conocer el acervo jurídico específico que regla su actuación de conformidad con el artículo 6 en relación con el 134 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de San Luis Potosí, mismos que tenía la obligación de acatar, puesto que están diseñados para normar y orientar su desempeño como Servidor Público, a fin de salvaguardar los principios que la propia ley fundamental que se estatuye como pilar del Estado de Derecho y que están cargados de un alto valor moral, al que todo servidor público debe aspirar, circunstancia que denota que el implicado debió evitar la conducta en que incurrió, siendo de explorado derecho que la ¡ignorancia de la ley no puede ser alegada en beneficio de persona alguna y aun así infringió dicha normatividad, por lo tanto se le estima conocedor de sus facultades, atribuciones y funciones contempladas en las disposiciones que dejó de observar. Aspecto que se considera en perjuicio del ¡infractor para graduar la sanción correspondiente.

Vll.- La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones. De una búsqueda en los archivos que lleva la Dirección .de Responsabilidades e inconformidades, actualmente Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de esta Contraloría General del Estado, se concluyó que no obra Expediente Administrativo de Responsabilidades, en el cual se le haya sancionado a **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí. Factor que redunda en beneficio del infractor para graduar la sanción a ¡imponer, dado que por la conducta y medios en que se cometió la falta, dicha conducta requiere de una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución.
Vlll.- En su caso, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta. En la especie, quedó acreditado que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la secretaría de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la contraloría Interna y otro pago de salario por el Sistema Educativo Estatal Regular, como Controlador Administrativo “A” Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del S.E.E R. Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones L, XL, XXLV y XXX, del artículo 56 de Ley de Responsabilidades de los Servidores públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenamiento legal que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos materia de la responsabilidad, demostrándose su total desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, evidenciando falta de ¡interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones' lo cual, evidentemente implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tiene encomendado, causando deficiencia en el mismo, catalogándose su conducta omisiva en una gravedad media.

Por lo que una vez analizados los elementos establecidos por el Artículo 76 de la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se procede a fijar la sanción aplicable al servidor Púbico **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, y atendiendo a que se demostró que incurrió en las causas de responsabilidad administrativa previstas por el

Artículo 56, fracciones l, Xl, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí y su conducta se clasificó como medianamente grave, en atención a las circunstancias particulares que se dieron en el presente caso.
Cobra vigencia a lo anterior, la tesis aislada emitida por el Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, con número 1.7°.A.301, visible en la página 1799 del tomo XX del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, julio de 2004, que al texto reza:
“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales.”
Sobre el particular, es indispensable precisar que se atiende a una irregularidad calificada como cualitativa.

Así, las cosas, la sanción debe ser acorde a la magnitud de las conductas y ejemplar para que en su actuar como funcionario, evite incurrir nuevamente en este tipo de conductas, las cuales resultan trascendentes y evidentemente censurables; así, el artículo 75 de la citada Ley de Responsabilidades, dispone que las sanciones administrativas, consisten en:

l. Amonestación Pública o Privada;

II. Apercibimiento público o privado;

III. Multa;

IV. Suspensión del empleo, cargo o comisión de tres días a seis meses:

V. Destitución del puesto;

VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público.
En el caso, no resulta procedente imponerle al ¡implicado, las sanciones mínimas a que se refieren las fracciones l y ll del artículo 75, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en amonestación y apercibimiento, respectivamente, en cualquiera de sus dos modalidades, pública o privada, dada la naturaleza de la responsabilidad administrativa en que el implicado incurrió, así como del estudio de los elementos previstos en el artículo 70, de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aunado a que a juicio de este órgano Estatal de Control, en el presente caso, no resultan aptas a efecto de desincentivar conductas ¡inapropiadas, así como para sancionar al aquí implicado **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretarla de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en razón de que la medida disciplinario a imponer, respecto de la irregularidad en que incurrió, si bien no corresponde a la de mayor entidad; debe imponerse una sanción que sea congruente, a fin de evitar que el servidor público encausado, en lo subsecuente, se abstenga de actuar fuera del margen de las obligaciones ¡inherentes expresamente, a virtud de sus funciones, del encargo conferido; de otro lado para que cesen las practicas viciosas de los funcionarios públicos durante el ejercicio de su encargo, esto es, evitar que este tipo de conductas se repitan.

A su vez, se considera que resulta improcedente imponerle al implicado la sanciones de mayor entidad a que se refieren las fracciones lV, V y Vl del artículo 75 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí consistentes en: Suspensión del empleo, cargo o comisión de tres días  a seis meses, destitución n del puesto, o inhabilitación temporal para desempeñar empleos cargos o comisiones en el servicio público, respectivamente, ello en virtud de que en el caso se está ante una conducta irregular de carácter cualitativo, tal y como quedó especificado en líneas que anteceden reviste un mediano grado de gravedad: pero que dicha conducta amerita ser sancionada, toda vez que. si bien es cierto que en el caso se encuentra acreditado que **********, en su carácter de Auditor Especializado de la contraloría Interna de la secretaria de Educación del Gobierno del Estado de san Luis Potosí, desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la Secretarla de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la contraloría Interna y otro pago de salario por el sistema Educativo Estatal Regular, como controlador Administrativo "A", Comisionado en el Departamento de Contraloría Interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones l, Xl, XXIV y XXX, del artículo 56 de Ley de Responsabilidades de los Servidores públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenamiento legal que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos materia de la responsabilidad, demostrándose su total desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, evidenciando falta de interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones, lo cual, evidentemente implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tiene encomendado, causando deficiencia en el mismo, catalogándose su conducta omisiva, con gravedad media.
Desde esa óptica, se reitera que resulta improcedente imponerle al implicado las sanciones de mayor entidad consistentes en: Suspensión n del empleo, cargo o comisión de tres días a seis meses destitución del puesto, o inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, ya que atendiendo lo dispuesto en los artículos 79 y 80 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se advierte por su orden, que para efectos de imponer la sanción de inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones en el servicio público, resulta indispensable que se actualicen los supuestos a que refiere tal numeral, es decir, que en el caso se esté ante conductas irregulares por acción u omisión que impliquen lucro o causen daños o perjuicios, circunstancia que conforme a las consideraciones vertidas con anterioridad no se actualiza, asimismo por lo que hace a la sanción de inhabilitación, como a las consistentes en suspensión del empleo, cargo o comisión de tres días a seis meses y destitución del puesto, estas resultan igualmente improcedentes, lo anterior en razón de que esta Autoridad ha establecido previamente que la conducta se considera de gravedad media, sin que ello pueda interpretarse como una eximente para el ejercicio de las facultades sancionadoras de este órgano Estatal de Control, pues en el caso, resulta conveniente imponer una medida disciplinaria, de un lado, para lograr que el servidor público encausado, en lo subsecuente, se abstenga de actuar fuera del margen de las obligaciones inherentes expresamente, en virtud de las funciones del encargo conferido; de otro lado, para que cesen las practicas viciosas de los funcionarios públicos durante el ejercicio de su encargo, esto es, evitar que se retiren este tipo de conductas irregulares, con independencia de su gravedad, así como naturaleza cualitativa y/o cuantitativa, se repitan.
En este contexto, esta Autoridad Administrativa considera que la sanción que procede imponer a **********, en su carácter de Auditor Especializado de la contraloría interna de la secretaria de Educación del Gobierno del Estado de san Luis Potosí, es la sanción prevista en la fracción lll del artículo 75 en relación con los artículos 76 y 78 segundó párrafo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores públicos del Estado y Municipios dé San Luis Potosí y 3° transitorio del Decreto por el cual se declaran reformadas y adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación el 27 veintisiete de enero de 2016 dos mil dieciséis.
Lo anterior, toda vez que de conformidad con lo dispuesto por el segundo párrafo del artículo 78 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos de Estado y Municipios de San Luis Potosí: en los casos en que no se produzcan beneficios o lucro, o no se causen daños o perjuicios, la multa podrá ser de sesenta a trescientos días de salario mínimo vigente en el Estado, ahora bien, considerando que en el caso la irregularidad atribuida al aquí implicado, al no estar frente a una conducta ¡irregular con la cual se hubiere incurrido en un beneficio, daño o perjuicio económico o lucro indebido, la misma no resulta dable cuantificarla en dinero, por tanto con independencia de que su conducta irregular se reviste de gravedad media, la misma resulta sancionable.
Ahora bien, para efectos de aplicar a **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, la sanción de MULTA, resulta aplicable lo dispuesto por el artículo 78 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, que rige el presente procedimiento mismo que señala lo siguiente:
“ARTICULO 78. Cuando por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 56 de esta Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o perjuicios, la multa podrá ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados. En ningún caso la multa que se imponga en términos de este párrafo podrá ser menor o igual al monto de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados.

En los casos en que no se produzcan beneficios o lucro, o no se causen daños o perjuicios, la multa será de sesenta a trescientos días de salario mínimo vigente en el Estado. [Énfasis propio]

El monto de las multas que se impongan con base en esta Ley se actualizarán, para efectos de su pago, en la forma y términos que establece el Código Fiscal del Estado y Municipios de San Luis Potosí, tratándose de contribuciones y aprovechamientos.”

Por tal motivo, tomando en cuenta el análisis de las fracciones del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y en el caso concreto actualizarse el supuesto a que alude el párrafo segundo del artículo 78 de la Ley en cita: ello en virtud de que en el caso se está ante una conducta irregular de carácter cualitativo, tal y como quedó especificado en líneas que anteceden reviste un mediano grado de gravedad; amerita ser sancionada, toda vez que, si bien es cierto que en el caso se encuentra acreditado que el implicado **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, desempeño simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes y que correspondieron al pago de un sueldo por parte de la secretaría de Educación del Gobierno del Estado, como Auditor Especializado en la contraloría interna y otro pago de salario por el sistema Educativo Estatal Regular, como controlador Administrativo “A”, comisionado en el Departamento de contraloría Interna del S.E.E.R., Turno Vespertino, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa prevista en los artículos 15 de la Ley orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, así como las señaladas en las fracciones l, Xl, XXIV y XXX, del artículo 56 de Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, ordenamiento legal que se encontraba vigente al momento en que ocurrieron los hechos materia de la responsabilidad, demostrándose su total desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, evidenciando falta de interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones, lo cual, evidentemente implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tiene encomendado, catalogándose su conducta omisiva, con gravedad media.
Por lo que, al tenor de las anteriores consideraciones, esta Autoridad determina imponer al implicado **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretarla de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, una multa de 150 ciento cincuenta unidades de medida y actualización vigentes, de conformidad con lo dispuesto en los artículos 75 fracción lll, 76 y 78 párrafo segundo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en relación con el artículo 3° Transitorio del Decreto por el cual se declara reformadas adicionadas diversas disposiciones de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, en materia de desindexación del salario mínimo, publicado en el Diario Oficial de la Federación, el veintitrés de diciembre de dos mil diecinueve, para lo cual se toma en consideración el valor inicial diario de la Unidad de Medida y Actualización determinado por el instituto Nacional de Estadística y Geografía, publicado en el Diario Oficial de la Federación el cual asciende a la cantidad de $141.70 (Ciento cuarenta y uno pesos 70/100 M.N.) toda vez que, el valor inicial diario de la Unidad de Medida y Actualización, será equivalente al que tenga el salario mínimo general vigente diario para todo el país, y al multiplicar la cantidad de $141.7O (Ciento cuarenta y uno pesos 70/100 M.N.), por 150 ciento cincuenta días, misma que no corresponde ni al mínimo ni al máximo de días que establece el párrafo segundo del artículo 78 de Ley de la materia, a efecto de ¡imponer multa por la cantidad de $21,255.00 (VEINTIÚN MIL DOSCIENTOS CINCUENTA Y CINCO PESOS 00/100 M.N.), monto a que asciende la multa a que se hizo acreedor **********, en su carácter de Auditor Especializado de la Contraloría interna de la Secretarla de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, misma que no excede el rango para imponer una sanción económica, y que es Intermedia a la establecida por la Ley de la materia, la cual, permite sancionar pecuniariamente hasta por 300 trescientos días de salario mínimo; cuyo quantum se determina tomando en cuenta a las anteriores consideraciones, así como el estudio de los elementos previstos en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos der Estado y Municipios de san Luis Potosí, además a fin de desincentivar conductas inapropiadas y sancionar a aquéllos servidores públicos que se dirijan inadecuadamente en su proceder, sanción que de conformidad con lo previsto por el artículo 91, de la multicitada Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, se llevará a cabo lo conducente para su ejecución, una vez que la presente resolución adquiera firmeza.
[…]”

En efecto, se estima necesario reproducir el contenido del artículo 75, de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos del Estado y Municipios de san Luis Potosí:
“ARTICULO 75. Las sanciones administrativas consistirán en:

I. Amonestación, pública o privada;

II. Apercibimiento, público o privado;

III. Multa;

IV. Suspensión del empleo, cargo o comisión, de tres días a seis meses;

V. Destitución del puesto, y

VI. Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público.”

De lo anterior, se aprecia que dicho numeral establece las sanciones administrativas que las autoridades competentes pueden imponer a los servidores públicos, derivado de los procedimientos por la comisión de faltas administrativas, las cuales se señalan en orden de su severidad, empezando con la de menor impacto y de manera sucesiva llega a la sanción de mayor dureza; las cuales son las siguientes:
· Amonestación, pública o privada; 

· Apercibimiento, público o privado;
· Multa;
· Suspensión del empleo, cargo o comisión, de tres días a seis meses;
· Destitución del puesto, e

· Inhabilitación temporal para desempeñar empleos, cargos o comisiones del servicio público.
Ahora bien, en la especie, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, le impuso una sanción administrativa al servidor público, consistente en una multa por la cantidad de $21,255.00 (veintiún mil doscientos cincuenta pesos 00/100 m.n.), conforme al artículo 78 de la citada Ley
, por haber cometido la falta de desempeñar de manera simultánea dos cargos diferentes de la administración pública. 

Lo anterior, en términos del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos del Estado y Municipios de san Luis Potosí y que es del tenor siguiente:
“ARTICULO 76. Las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta los siguientes elementos:

I. La gravedad de la responsabilidad en que se incurra;

II. La conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público;

III. El monto del beneficio, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones;

IV. las circunstancias socioeconómicas del servidor público;

V. El nivel jerárquico y los antecedentes del infractor;

VI. La antigüedad en el servicio;

VII. La reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, y

VIII. En su caso, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta.
Para los efectos de esta Ley, se considerará reincidente al servidor público que habiendo sido declarado responsable del incumplimiento de alguna de las obligaciones a que se refiere el artículo 56 del presente Ordenamiento, incurra nuevamente en una o varias conductas infractoras a dicho precepto legal, siempre que entre aquella declaración de responsabilidad y ésta o estas nuevas conductas no haya transcurrido un período de tres años.”
Precisado lo anterior, esta Sala Superior, considera que la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado no justificó suficientemente la sanción que le impuso al servidor público y, por ende, como se anunció en párrafos precedentes resultan fundados los conceptos de impugnación en estudio.

Toda vez que, de conformidad con lo dispuesto en el artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos del Estado y Municipios de san Luis Potosí, las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta los elementos que el mismo establece; por tanto, la autoridad demandada, previo a determinar cuál de las sanciones va a imponer, debió realizar un estudio de todos y cada uno de los elementos contenidos en el referido numeral, señalando de manera clara y precisa, cuáles se encuentran acreditados y en qué medida benefician o perjudican al sujeto obligado, de igual manera, considerar las posibles sanciones contenidas en el artículo 75 de la misma Ley, otorgando un valor a cada elemento y sanción establecida, para obtener de manera congruente, el resultado justo y equilibrado que corresponda.
En el caso que nos ocupa, la autoridad demandada para aplicar la sanción en mención, señaló que la individualizaría en términos del artículo 76 de la Ley de Responsabilidades de los servidores públicos del Estado y Municipios de san Luis Potosí; sin embargo, cuando se pronuncia respecto de los elementos contenidos en el citado numeral, no se advierte una valoración real mediante el razonamiento que indique el parámetro de medición aplicado a cada elemento, del cual se justifique la sanción impuesta.

Lo anterior es así, pues en relación a los elementos contenidos en el artículo 76 a que se ha hecho referencia, señala lo siguiente:

En cuanto a la fracción I, gravedad de la responsabilidad en que se incurra; refiere que en razón de que **********, desempeñó simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con las fracciones I, Xl, XXIV y XXX, del artículo 56 de Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y que al determinarse que incumplió con su obligación de salvaguardar la legalidad, honradez y eficiencia que debe observar en el desempeño de su cargo y cuyo incumplimiento es causa de responsabilidad administrativa, dicha conducta, alcanzó una gravedad media, a fin de que en lo sucesivo, tales conductas, no se repitan por dicho servidor público, al demostrarse desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, falta de interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones, lo cual señaló, implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tenía encomendado, causando deficiencia en el mismo.
En ese sentido debe decirse, que el desempeño simultáneo de dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, es precisamente lo que generó el inicio del procedimiento del que emana la resolución impugnada; y que este incumplimiento, por sí mismo, no es lo que determina la demostración de los elementos a valorar para la aplicación de la sanción, como en el caso se trata de la gravedad de la falta; que si bien, la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, no establece parámetros para determinar la gravedad de las causas de responsabilidad, debe tomarse en consideración el resultado de su comisión, y en el caso, no se acreditó que por el incumplimiento del servidor público, se haya causado deficiencia en el servicio público que tenía encomendado. Además de que no se contiene una valoración de este elemento a favor o en contra del sujeto obligado, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la sanción a imponer.
En cuanto a la fracción II del artículo 76, la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan, en cualquier forma, las disposiciones de esta Ley y las que se dicten con base en ella, o cualquiera otra que rija el correcto desempeño del servidor público; vuelve a señalar, que resulta sancionable la conducta para evitar que se constituya como una mala práctica que afecte el desempeño del servicio público, a fin de que éste sea desempeñado bajo los principios de legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que rigen la prestación del servicio público, para lograr que el servidor público, se abstenga de actuar nuevamente fuera del margen de las obligaciones inherentes al cargo conferido y, por otro lado, para que cesen las prácticas viciadas de todo servidor público en el ejercicio de su encargo, y así evitar que este tipo de conductas se repitan, por lo que considera que dicho elemento resulta en perjuicio del infractor para graduar la sanción a imponer.
Argumentos que resultan dogmáticos o genéricos, que a nada conducen para expresar cuál es esa conveniencia de suprimir malas prácticas en el desempeño del servidor público, pues no se concluye en algo concreto deducido de dicha fracción, que explique la utilidad de aplicar o imponer, como se hizo, la sanción establecida por el numeral 75 fracción III de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
Respecto a la fracción III del artículo 76, el monto del beneficio de los sujetos obligados, daño o perjuicio económico derivado del incumplimiento de las obligaciones; refiere que no advierte que derivado del incumplimiento el servidor público haya ocasionado algún daño o perjuicio a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, en razón de que la observación atribuible, es de carácter cualitativo, por lo que señala que dicho elemento resulta en su beneficio, y que por la conducta y medios en que se cometió la falta, amerita una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución. Lo que trata de apreciaciones subjetivas e infundadas, pues si este elemento se valora en beneficio del infractor; su consecuencia, es que a fin de graduar en el punto en que lo hizo, quede debidamente fundado y motivado con el resto las fracciones en que consideró si se surtía su aplicación.

Referente a la fracción IV, las circunstancias socioeconómicas del servidor público; aduce que el servidor público percibe un sueldo como Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaria de Educación del Gobierno del Estado, por la cantidad de $14, 500.00 (Catorce mil quinientos pesos 00/100 M.N.), cantidad que a su juicio le permite vivir de forma decorosa y, que cuenta con estudios de Carrera Técnica, por lo afirma esto le permite conocer las normas que rigen la ejecución de los Recursos Públicos en el cargo que desempeña y entonces, este factor no redunda en beneficio del infractor para graduar la sanción a imponer; lo que trata nuevamente, de argumentos dogmáticos o genéricos, pues la autoridad es omisa en explicar como de ésos datos se concluye determinado estatus socioeconómico y en consecuencia la capacidad del servidor público para enfrentar la imposición de esa sanción pecuniaria.
Referente a las fracciones V y VII del artículo 76, el nivel jerárquico y los antecedentes del infractor, así como la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones; se señala es un servidor público que ostenta el cargo de Auditor Especializado de la Contraloría Interna de la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado, que no tiene personal a su cargo; que por lo que toca a los antecedentes para la reincidencia en el incumplimiento de sus obligaciones, no se tiene registro de que haya incurrido en una conducta anterior en el mismo sentido, por lo que señala que dichos elementos resultan en su beneficio, y que por la conducta y medios en que se cometió la falta, amerita una sanción que sea correspondiente a dichos medios de ejecución; lo cual resulta en apreciaciones subjetivas e infundadas, pues si, nuevamente éstos elementos se valoran en beneficio del infractor, su consecuencia sería en dichos términos, según expone.
En relación con la fracción VI, la antigüedad en el servicio; refiere que el aquí actor tiene una antigüedad en el servicio público de veintiocho años aproximadamente, según declaración rendida con fecha veintitrés de junio de dos mil veintiuno y, que en tal virtud, infiere que conocía con anterioridad a los hechos investigados, las obligaciones inherentes a su encargo, motivo por el cual, considera que estuvo consciente de las mismas, respecto del servicio público que le fue encomendado, desde la fecha en que asumió el cargo, colige que estaba obligado a conocer el acervo jurídico específico que regla su actuación; por lo tanto, conocedor de sus facultades, atribuciones y funciones contempladas en las disposiciones que dejó de observar y que este aspecto se considera en perjuicio del infractor para graduar la sanción correspondiente; resultando en apreciaciones subjetivas e infundadas, pues la antigüedad en el empleo, no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que el lapso en el servicio público debe tomarse como un factor que demuestre porqué estuvo en condiciones de conocer los extremos de actuar contrario a derecho.

Por último, en cuanto a la fracción VIII, las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta; únicamente señala que quedó acreditado que **********, desempeñó simultáneamente dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, encuadrando dicha conducta en una falta administrativa, demostrándose con ello, desapego a la normatividad que está obligado a observar y cumplir, falta de interés en salvaguardar la legalidad en el desempeño de sus funciones lo cual, lo que implica que actuó sin la máxima diligencia en el servicio público que tiene encomendado, causando deficiencia en el mismo, catalogándose su conducta omisiva en una gravedad media.

Argumentos genéricos y dogmáticos, que a nada conducen para expresar cuales fueron las condiciones exteriores y los medios de ejecución de la falta, pues solo dice que es el desempeño simultáneo de dos cargos diferentes dentro de la administración pública que se le imputa, sin concluir en algo concreto deducido de dicha fracción, además de que no se contiene una valoración de este elemento a favor o en contra del sujeto obligado, para equilibrar la conducta desplegada respecto de la sanción a imponer.

De lo que es claro, que la autoridad demandada omite realizar un estudio pormenorizado de cada uno de los elementos, con base en el cual pueda determinar, cuáles se valoran en beneficio del aquí actor, y cuáles en su perjuicio, pues solo señala que la falta es de gravedad media ante la conducta ejecutada por parte del servidor público y lo que sus consecuencia conlleva; toda vez que la gravedad de la falta, solo es uno de los elementos a considerar, que no puede influir para tener por demostraros los demás en perjuicio del infractor; y, por otra parte, el desempeño simultáneo de dos cargos diferentes dentro de la administración pública con el goce de las percepciones correspondientes, es lo que generó el inicio del procedimiento del que emana la resolución impugnada, en cuyo caso, la existencia de ese incumplimiento, por sí mismo, tampoco es lo que determina, ni la demostración de los elementos, ni la sanción que se va a imponer.
Por último, respecto del argumento que esgrime el actor en el sentido de que la autoridad demandada no se abstuvo de sancionarlo como lo dispone el artículo 103, de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí
, dado que no existió daño ni perjuicio a la hacienda pública, debe precisarse que como ya quedó asentado párrafos arriba, la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, no es aplicable al caso concreto; sin embargo, en suplencia de la deficiencia de la queja que le asiste al actor
, de un estudio a la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, aplicable al caso concreto, este Tribunal de Alzada advierte disposición cuyo contenido es similar a la regla de improcedencia prevista por el mencionado artículo 103.
En efecto, el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí dispone:
“ARTICULO 72. Las autoridades a que se refiere este Capítulo, en los ámbitos de su competencia, podrán abstenerse de sancionar al infractor por una sola vez, cuando lo estimen pertinente, justificando la causa de la abstención, siempre que se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor y no se hayan causado daños o perjuicios.”

De lo anterior, se desprende en esencia, que las autoridades en los ámbitos de su competencia se abstendrán de imponer sanciones administrativas a un servidor público por una sola vez, cuando no exista daño ni perjuicio a la hacienda pública o al patrimonio de los entes públicos, y además, se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor.

En ese sentido, se debe precisar que la abstención que prevé dicho artículo es una exigencia oficiosa de la autoridad; es decir, no tiene carácter discrecional, es por tanto, una facultad reglada, en la medida que es una obligación, pues si dicha disposición prevé de manera concreta los supuestos específicos que generan la acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su actuar.
Lo anterior se apoya en la Jurisprudencia I.1o.A.136 A (10a.), en la cual la Segunda Sala del Alto Tribunal para dirimir la contradicción de criterios entre el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito y el Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Sexto Circuito, respecto de la interpretación del artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada) -cuyo contenido es similar al del artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí -, concluyó que si la propia norma establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que efectivamente éstas se actualicen, que dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su actuar. A continuación se transcribe la Tesis de Jurisprudencia en cita
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA FACULTAD PREVISTA EN EL PÁRRAFO PRIMERO DEL ARTÍCULO 17 BIS DE LA LEY FEDERAL RELATIVA (ABROGADA), TIENE EL CARÁCTER DE REGLADA.  De la exposición de motivos que dio origen al artículo 17 Bis de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos (abrogada), se advierte que se implementó una mecánica de abreviación y simplificación cuando exista el riesgo de que se haya realizado una conducta reprochable de responsabilidad administrativa, a efecto de que la autoridad se encargue de manera exclusiva de investigar potenciales casos auténticos de gravedad, entre ellos de corrupción, descartando en ese momento otros actos donde la actuación del servidor público en la atención, trámite o resolución de asuntos a su cargo, se suscite dentro del periodo de un año, y que la inhibición se dé por una sola vez por un mismo hecho, sumado a que los efectos producidos se hubieran resarcido o desaparecido. En ese entendido, de suponer que aun cuando después de las investigaciones o revisiones practicadas se actualicen efectiva e indudablemente los supuestos a que se refiere aquel numeral, siempre que la probable infracción no sea considerada como grave por la misma ley, quede a juicio de la autoridad abstenerse o no de iniciar el procedimiento disciplinario o de imponer sanciones administrativas, se obstaculizaría la intención que se infiere del proceso legislativo y traería consigo una especie de esterilidad de la disposición. Por tanto, si la propia norma establece las condiciones a satisfacer para abstenerse de iniciar el procedimiento o imponer sanciones, sin considerar alguna intermedia, entonces la autoridad sólo debe constatar que efectivamente éstas se actualicen (sin que se trate de una infracción considerada grave), por lo que no tendría sentido que se le faculte para discernir, aun de concurrir aquéllas, si es que debe o no actuar en esos términos, pues al prever de manera concreta los supuestos específicos que generan la acción de prescindir, dicha facultad adquiere el carácter de reglada en la medida en que la actuación de la autoridad queda ajustada al marco fijado por la legislación que establece la conducta específica que debe seguirse ante la actualización de las hipótesis que la misma exige y en armonía con ésta, excluyendo que pueda dotársele con la connotación de una facultad discrecional, pues en sentido contrario, la normativa no deja margen de libre apreciación a la autoridad para determinar la forma de su actuar.”

En ese sentido, en la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno
, la Dirección de Responsabilidades y Ética Pública de la Contraloría General del Estado, manifestó al respecto que si bien la falta administrativa se considera de gravedad media y no se advertía la existencia de un daño o perjuicio ocasionado a la Secretaría de Educación del Gobierno del Estado de San Luis Potosí, con la conducta cometida por el servidor público, ello no podía interpretarse como una eximente para el ejercicio de sus facultades sancionadoras, pues en el caso, resultaba conveniente imponer una medida disciplinaria, de un lado, para lograr que el servidor público encausado, en lo subsecuente, se abstenga de actuar fuera del margen de las obligaciones inherentes expresamente, en virtud de las funciones del encargo conferido y, de otro lado, para que cesen las practicas viciosas de los funcionarios públicos durante el ejercicio de su encargo; esto es, evitar que se retiren este tipo de conductas irregulares, con independencia de su gravedad, así como naturaleza cualitativa y/o cuantitativa, se repitan.
Argumentos genéricos y dogmáticos, pues solo dice que si bien no se advierte daño o perjuicio al Estado ello no puede interpretarse como una eximente para el ejercicio de sus facultades sancionadoras, pues resulta conveniente imponer una medida disciplinaria, sin que realice un estudio pormenorizado de los supuestos específicos que generan la acción de prescindir de sancionar contemplados en el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, consistentes en: “cuando no exista daño ni perjuicio a la hacienda pública o al patrimonio de los entes públicos, y además, se trate de hechos que no revistan gravedad ni constituyan delito, cuando lo ameriten los antecedentes y circunstancias del infractor.”

En esa tesitura, el estudio y análisis que hizo la demandada de los supuestos específicos que generan la acción de prescindir de sancionar contemplados en el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, y de los elementos del artículo 76 de la misma Ley, que permiten ponderar o graduar las sanciones, no cumple con la debida fundamentación y motivación, pues fueron tomados en cuenta de manera general, sin especificar en qué medida afectan o benefician al servidor público; además de que no fueron valorados, ponderados y graduados con los demás elementos en lo individual y en su conjunto; de ahí que la sanción que se impuso, al no estar debidamente fundada y motivada, genera per sé una violación a los derechos fundamentales del implicado.
Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía al caso que nos ocupa, las siguientes tesis:
“INDIVIDUALIZACIÓN DE LA PENA. CONTROL CONSTITUCIONAL DEL ARBITRIO JUDICIAL (LEGISLACIÓN APLICABLE PARA LA CIUDAD DE MÉXICO). En amparo directo, para verificar el respeto a los derechos humanos del sentenciado en lo relativo a la individualización de la pena, debe analizarse si la autoridad responsable llevó a cabo un pronunciamiento fundado y motivado en ese tema, aun ante la falta de conceptos de violación, por lo que se debe verificar si dicha autoridad expuso el análisis de los elementos contemplados en los artículos 70 y 72 del Código Penal para el Distrito Federal, aplicable para la Ciudad de México, y si señaló las razones para establecer el grado de culpabilidad o si hizo suyos los argumentos del Juez de primera instancia que también deben cumplir con esos requerimientos, pues de no fundar y motivar ese grado, deberá concederse el amparo para efectos de que se cumpla con ese derecho humano, pero sin indicarle a la autoridad responsable cuál es el grado de culpabilidad que corresponde al sentenciado, porque esa determinación está reservada al arbitrio judicial de la autoridad de instancia que no es ilimitado, pues está sujeto al cumplimiento del artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, de manera que será la autoridad responsable quien debe establecer cuáles factores son los que le perjudican al acusado frente a los que le benefician y así fijar el grado de culpabilidad correspondiente, en virtud de que la fundamentación y motivación del grado de culpabilidad no se trata de sólo enumerar los factores establecidos en los numerales referidos del código penal de la ciudad, ya que lo relevante para el respeto al derecho humano contenido en el artículo constitucional citado, es el razonar de modo adecuado y exhaustivo la imposición de la pena en la sentencia, sin que esto implique exigir a la autoridad judicial de instancia una argumentación excesiva o que se cumpla con estándares que la ley o la jurisprudencia no establecen, pues al hacerlo así se estaría provocando implícitamente que la facultad de la autoridad de instancia estuviera limitada, cuando ésta como rector del proceso penal puede valorar en cada caso circunstancias que muchas veces no resultan evidentes al sólo analizar las constancias de la causa penal por parte del Tribunal Colegiado de Circuito, con lo que se salvaguarda el arbitrio judicial del tribunal de instancia al ser el que juzga el caso, de ahí que no es dable exigir a la autoridad responsable que el grado de culpabilidad corresponda al que estime procedente el órgano de amparo, porque implicaría una sustitución en las facultades de la justicia ordinaria e impediría al sentenciado combatir en un nuevo proceso constitucional la individualización de la pena..- “

“RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. PARA QUE SE CONSIDERE DEBIDAMENTE FUNDADA Y MOTIVADA LA IMPOSICIÓN DE UNA SANCIÓN ADMINISTRATIVA, LA AUTORIDAD DEBE PONDERAR TANTO LOS ELEMENTOS OBJETIVOS COMO LOS SUBJETIVOS DEL CASO CONCRETO. Tanto los principios como las técnicas garantistas desarrolladas por el derecho penal son aplicables al derecho administrativo sancionador, en virtud de que ambos son manifestaciones del ius puniendi del Estado. Así, al aplicarse sanciones administrativas deben considerarse los elementos previstos por el derecho penal para la individualización de la pena, que señalan al juzgador su obligación de ponderar tanto aspectos objetivos (circunstancias de ejecución y gravedad del hecho ilícito) como subjetivos (condiciones personales del agente, peligrosidad, móviles, atenuantes, agravantes, etcétera), pues de lo contrario, la falta de razones suficientes impedirá al servidor público sancionado conocer los criterios fundamentales de la decisión, aunque le permita cuestionarla, lo que trascenderá en una indebida motivación en el aspecto material. En ese contexto, para que una sanción administrativa se considere debidamente fundada y motivada, no basta que la autoridad cite el precepto que la obliga a tomar en cuenta determinados aspectos, sino que esa valoración debe justificar realmente la sanción impuesta, es decir, para obtener realmente el grado de responsabilidad del servidor público en forma acorde y congruente, aquélla debe ponderar todos los elementos objetivos (circunstancias en que la conducta se ejecutó) y subjetivos (antecedentes y condiciones particulares del servidor público y las atenuantes que pudieran favorecerlo), conforme al caso concreto, cuidando que no sea el resultado de un enunciado literal o dogmático de lo que la ley ordena, y así la sanción sea pertinente, justa, proporcional y no excesiva. En ese tenor, aun cuando la autoridad cuente con arbitrio para imponer sanciones, éste no es irrestricto, pues debe fundar y motivar con suficiencia el porqué de su determinación”.

“RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA DE SERVIDORES PÚBLICOS. AL RESOLVER EL PROCEDIMIENTO RELATIVO, LA AUTORIDAD DEBE BUSCAR EL EQUILIBRIO ENTRE LA CONDUCTA INFRACTORA Y LA SANCIÓN A IMPONER. De conformidad con el artículo 113 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, las leyes sobre responsabilidades administrativas de los servidores públicos deberán establecer sanciones de acuerdo con los beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños y perjuicios patrimoniales causados con su conducta. De esta manera, por dispositivo constitucional, el primer parámetro para graduar la imposición de una sanción administrativa por la responsabilidad administrativa de un servidor público, es el beneficio obtenido o el daño patrimonial ocasionado con motivo de su acción u omisión. Por su parte, el numeral 54 de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos (de contenido semejante al precepto 14 de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, publicada en el Diario Oficial de la Federación el trece de marzo de dos mil dos), dispone que las sanciones administrativas se impondrán tomando en cuenta, además del señalado con antelación, los siguientes elementos: I. La gravedad de la responsabilidad y la conveniencia de suprimir prácticas que infrinjan las disposiciones de dicha ley; II. Las circunstancias socioeconómicas del servidor público; III. El nivel jerárquico, los antecedentes y las condiciones del infractor; IV. Las condiciones exteriores y los medios de ejecución; V. La antigüedad en el servicio; y, VI. La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones. Por tanto, la autoridad administrativa debe buscar un equilibrio entre la conducta desplegada y la sanción que imponga, para que ésta no resulte inequitativa. Por ejemplo, si la autoridad atribuye a un servidor público el haber extraviado un expediente, y esa conducta la estima grave, pero sin dolo o mala fe en su comisión; reconoce expresamente que no existió quebranto al Estado, ni beneficio del servidor público; valoró la antigüedad en el empleo, lo cual no necesariamente obra en perjuicio del empleado de gobierno, toda vez que la perseverancia en el servicio público no debe tomarse como un factor negativo; tomó en cuenta si el infractor no contaba con antecedentes de sanción administrativa, y no obstante lo anterior, le impuso la suspensión máxima en el empleo, es inconcuso que tal sanción es desproporcionada y violatoria de garantías individuales.”

Conforme a lo expuesto, le asiste la razón a la parte actora al señalar que la resolución impugnada no cumple con la debida fundamentación y motivación, así como con lo establecido en los artículos artículo 72 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí, en razón de que se le impuso como sanción consistente en una multa de las previstas en el artículo 75 fracción III, sin valorar todos y cada uno de los supuestos y elementos contenidos en los artículos 72 y 76, ambos del citado ordenamiento legal.

En consecuencia, el acto impugnado incumple con los requisitos de debida fundamentación y motivación; dejando en estado de indefensión a la parte actora, al verse afectado de la legalidad que todo acto de autoridad debe contener; en virtud, de que todos los actos administrativos, requieren para ser legales entre otros requisitos, imprescindiblemente que sean emitidos cumpliéndose con las formalidades esenciales que les den eficacia jurídica; lo que significa que todo acto de autoridad necesariamente debe emitirse por autoridad competente, siguiendo los procedimientos establecidos, y con la debida fundamentación y motivación, circunstancias que en el caso que nos ocupa no acontecieron, de ahí que se vulnera en perjuicio del actor la garantía de legalidad consagrada en el artículo 16 de nuestra Carta Magna, incumpliendo con lo establecido en los numerales 164 fracción V, 165 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; 72 y 76 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.
En tal virtud, con fundamento en el artículos 250 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado consistente en la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, dictada en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********,  en la parte relativa en que se le impone una multa al actor, de 150 (ciento cincuenta) unidades de medida y actualización, por la cantidad de $21,255.00 (veintiún mil doscientos cincuenta y cinco pesos 00/100 M.N.); toda vez que carece de la debida fundamentación y motivación jurídica; por consecuencia con fundamento en los numerales 251 párrafo primero y 252 párrafo primero del Código Procesal Administrativo en consulta, se decreta su NULIDAD PARCIAL, de acuerdo a los razonamientos precisados en este considerando; a fin de que la autoridad demandada, cumpla con los siguientes lineamientos:

I.- Emita otra resolución en la que reitere su determinación en el sentido de que sí se configuró la falta administrativa atribuida al servidor público **********, prevista en los artículos 15 de la Ley Orgánica de la Administración Pública del Estado de San Luis Potosí, en relación con el artículo 56, fracciones I, XI, XXIV y XXX de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí.

II.- De manera fundada y motivada, observando de manera precisa los razonamientos y lineamientos expuestos en el último considerando de este fallo, en la que, tomando en cuenta los supuestos específicos que generan la acción de prescindir de sancionar contemplados en el artículo 72 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios de San Luis Potosí o en su caso, la ponderación y valoración de los elementos y sanciones establecidos en los artículos 75 y 76 de la misma Ley, determine si se actualiza la acción de prescindir de sancionar al infractor o en su caso, la sanción que corresponda imponer, pudiendo ser la ya impuesta o alguna de menor jerarquía, no así una de mayor entidad, respetando el principio non reformatio in peius.
Con apoyo en lo dispuesto por el artículo 22 Bis
 del Reglamento Interior de este Tribunal, se habilita al licenciado **********para que lleve a cabo la notificación de la presente resolución.

Por lo anteriormente expuesto, fundado y con apoyo además en los artículos 217, 220 y 221 de la Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado y Municipios de San Luis Potosí, 248, 249, 250 fracción II, 251 primer párrafo y 252 primer párrafo, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí es de resolverse y se:
RESUELVE

PRIMERO. Se REVOCA la sentencia emitida por la Tercera Sala Unitaria el veintiuno de octubre de dos mil veintidós, en el juicio contencioso administrativo **********, de acuerdo a las consideraciones y fundamentos precisados en el considerando octavo de esta resolución.

SEGUNDO. Se declara la ILEGALIDAD e INVALIDEZ  de la resolución impugnada de dieciséis de julio de dos mil veintiuno, dictada en el procedimiento de responsabilidad administrativa **********, en la parte relativa en que se le impone una multa al actor y, por consecuencia, la NULIDAD PARCIAL del mismo, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el último considerando de esta sentencia. 
Notifíquese con testimonio de esta resolución de manera personal la parte actora ********** y por oficio a la autoridad demandada; remítanse los autos a la Sala de su origen; procédase a realizar las anotaciones respectivas en el Libro de Gobierno y la captura de datos en el Sistema de Control Electrónico de Expedientes Jurisdiccionales (SICEEJURIS); y en su oportunidad archívese el Toca como asunto concluido.
Así lo resolvió y firma el Magistrado de la Sala Superior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa Licenciado Claudio Alberto Alvarado Barragán, quien actúa de forma legal asistido de la Licenciada Teresa de Jesús Molina Aguiñaga, Secretaria Jurisdiccional conforme a lo dispuesto por los artículos 18 fracción I en relación con el 20 fracción X del Reglamento Interior del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa
, que autoriza y da fe. 
“En términos de los previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III y 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí, en esta versión publica se suprime la información considerada legalmente como reservada o confidencial que encuadra en esos supuestos normativos”.
Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3º fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí y 3 fracción VIII y IX, 4 y 29 de la Ley de Protección de Datos Personales en Posesión de los Sujetos Obligados del Estado de San Luis Potosí. 
� “ARTÍCULO 152 


[…]


El recurso de apelación deberá promoverse ante la Sala que haya emitido la resolución, que se turnará conjuntamente con el expediente del juicio dentro de los tres días hábiles siguientes a su recepción a la Sala Superior del Tribunal, la que lo substanciará y resolverá de conformidad con lo dispuesto en la presente Sección.”





� Fojas 11-14 del Toca.





�Foja 26 y 27 del Toca.





� Foja 28 del toca.





�“Artículo 154. …


La Sala Superior del Tribunal, dará vista a las partes para que en el término de tres días hábiles, manifiesten lo que a su derecho convenga; vencido este término se procederá a resolver con los elementos que obren en autos.”


� “ARTÍCULO 249. Las sentencias que emitan las Salas, deberán de contener: 


I. La fijación clara y precisa de los puntos controvertidos, la exposición de las razones por las que, en su caso, se haga uso de la facultad para suplir la deficiencia de la queja, así como el examen y valoración de las pruebas que se hayan rendido; 


II. La exposición debidamente fundada y motivada de las consideraciones en que se basa la resolución, y 


III. Los puntos resolutivos, los que expresarán los actos o resoluciones cuya validez se reconozca o cuya nulidad se declare.”


“ARTÍCULO 250. Se declarará que un acto administrativo es ilegal cuando se demuestre alguna de las siguientes causales: 


I. Incompetencia del funcionario que lo haya dictado u ordenado, o tramitado el procedimiento del que deriva dicha resolución; 


II. Omisión de los requisitos formales exigidos por las leyes que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada, inclusive la ausencia de fundamentación o motivación, en su caso; 


III. Vicios del procedimiento que afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada; 


IV. Si los hechos que lo motivaron no se realizaron, fueron distintos o se apreciaron en forma equivocada, o bien si se dictó en contravención de las disposiciones aplicables o se dejaron de aplicar las debidas, y 


V. Cuando la resolución administrativa dictada en ejercicio de facultades discrecionales, no corresponda a los fines para los cuales la ley confiera dichas facultades 


La Sala podrá hacer valer de oficio, por ser de orden público, la incompetencia de la autoridad para dictar la resolución impugnada y la ausencia total de fundamentación o motivación en dicha resolución. 


Para declarar o no la nulidad de un acto administrativo, la Sala deberá estarse además, a lo previsto en Libro Segundo de este Código.”


� “ARTÍCULO 121. En lo que no se oponga a lo dispuesto en el procedimiento de responsabilidad administrativa, será de aplicación supletoria el Código Procesal Administrativo, en lo que corresponda.”


� Fojas 40-41 de los autos del juicio de origen.





� Según se advierte de la constancia de notificación que se ubica en la foja 96 del expediente de origen.





�“ARTÍCULO 40. Las notificaciones personales surtirán sus efectos al día hábil siguiente en que se realicen. …”





� Fojas 83-95 del Juicio de origen.


� Novena Época, registro digital: 167230, Materia(s): Común, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIX, mayo de 2009, página: 273.


� Publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 2, Junio de 2021, bajo el registro digital: 2023228, Instancia: Plenos de Circuito, Undécima Época, Tomo IV, página 4323.


� Fojas 28-32 del expediente **********,  ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.


� Fojas 84-93 del expediente **********,  ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.





� Fojas 21-37 del expediente de origen.





� “ARTICULO 56. Todo servidor público tendrá las siguientes obligaciones, para salvaguardar la legalidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficiencia que deben ser observadas en el desempeño de su empleo, cargo o comisión, y cuyo incumplimiento será causa de responsabilidad administrativa, la que dará lugar al procedimiento y a las sanciones que correspondan: […]


I. Cumplir con la máxima diligencia el servicio que le sea encomendado y abstenerse de cualquier acto u omisión que cause la suspensión o deficiencia de dicho servicio, o implique abuso o ejercicio indebido de un empleo, cargo o comisión; […]


XI. Abstenerse de desempeñar algún otro empleo, cargo o comisión oficial o particular que la ley le prohíba; […]


XXIV. Abstenerse de cualquier acto u omisión que implique incumplimiento de cualquier disposición jurídica relacionada con el servicio público; […]


XXX. Las demás que les impongan otras disposiciones legales y reglamentarias.”





� Fojas 16-19 del expediente de origen.





� “ARTÍCULO 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.


La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.”





� Registro digital: 191358, Instancia: Pleno, Novena Época, Materias(s): Constitucional, Común, Tesis: P. CXVI/2000, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XII, Agosto, de 2000, página 143, Tipo: Aislada


� Registro digital: 176546, Instancia: Primera Sala, Novena Época, Materias(s): Común, Tesis: 1a./J. 139/2005, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXII, Diciembre de 2005, página 162, Tipo: Jurisprudencia.





� Registro digital: 176398 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Novena Época Materias(s): Administrativa Tesis: VI.2o.A. J/9 Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXIII, Enero de 2006, página 2147 Tipo: Jurisprudencia


� Registro digital: 202291, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Civil, Tesis: I.5o.C. J/4, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo III, Junio de 1996, página 541, Tipo: Jurisprudencia


�“ARTÍCULO 217….


Cuando la resolución recaída a un recurso administrativo, no satisfaga el interés jurídico del recurrente, y éste la controvierta en el juicio contencioso administrativo, se entenderá que simultáneamente impugna la resolución recurrida en la parte que continúa afectándolo, pudiendo hacer valer conceptos de impugnación no planteados en el recurso. …”


� Registro digital: 2011406 Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito Décima Época Materias(s): Común Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 29, Abril de 2016, Tomo III, página 2018 Tipo: Jurisprudencia “CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO. El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso.” 


� Ley de Responsabilidades Administrativas para el Estado de San Luis Potosí 


ARTÍCULO 3°: […] XX. Informe de Presunta Responsabilidad Administrativa: el instrumento en el que las autoridades investigadoras describen los hechos relacionados con alguna de las faltas señaladas en la presente Ley, exponiendo de forma documentada con las pruebas y fundamentos, los motivos y presunta responsabilidad del servidor público en la comisión de faltas administrativas; […]”.





� “Tercero. La Ley General de Responsabilidades Administrativas entrará en vigor al año siguiente de la entrada en vigor del presente Decreto. (…)


Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades federales y locales con anterioridad a la entrada en vigor de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.(…)”





� “CUARTO. Los procedimientos administrativos iniciados por las autoridades estatales y municipales con anterioridad a la entrada en vigor de la presente Ley, serán concluidos conforme a las disposiciones aplicables vigentes a su inicio.”


� Registro digital: 2022311, Instancia: Segunda Sala, Décima Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: 2a./J. 47/2020 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 79, Octubre de 2020, Tomo I, página 898, Tipo: Jurisprudencia


� Acuerdo de ocho de junio de dos mil diecisiete, que obra agregado a fojas 28 a la 32 del expediente **********,  ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.


� Época: Novena Época, Registro: 174326, Instancia: PLENO, Tipo Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Localización: Tomo XXIV, Agosto de 2006, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Tesis: P./J. 100/2006, Pag. 1667, [J]; 9a. Época; Pleno; S.J.F. y su Gaceta; Tomo XXIV, Agosto de 2006; Pág. 1667.


� Época: Novena Época, Registro: 175846, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXIII, Febrero de 2006, Materia(s): Penal, Tesis: II.2o.P.187 P, Página: 1879.





� “ARTÍCULO 72. Las pruebas serán valoradas atendiendo a las reglas de la lógica, la sana crítica y la experiencia, y de acuerdo con las siguientes reglas:


I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en éstos últimos se con tienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; los documentos sólo probarán plenamente que ante la autoridad que los expidió se hicieron tales declaraciones o manifestaciones, pero no acreditarán la verdad de lo declarado o manifestado, y […]





ARTÍCULO 74. Las documentales emitidas por las autoridades en ejercicio de sus funciones tendrán valor probatorio pleno por lo que respecta a su autenticidad o a la veracidad de los hechos a los que se refieran, salvo prueba en contrario.”





� Fojas 84-93  del expediente **********,  ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.


� Según constancia de notificación que obra a fojas 104-108 del expediente **********,  ofrecido en archivo digital, disco versátil digital DVD-R.


� Época: Décima Época, Registro: 2006590, Instancia: Pleno, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 7, Junio de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: P./J. 43/2014 (10a.), Página: 41.





� Época: Décima Época, Registro: 2006091, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 26/2014 (10a.), Página: 476.


� Época: Décima Época, Registro: 2006093, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 25/2014 (10a.), Página: 478.


� Época: Décima Época, Registro: 2006092, Instancia: Primera Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 5, Abril de 2014, Tomo I, Materia(s): Constitucional, Tesis: 1a./J. 24/2014 (10a.), Página: 497.


� “Artículo 16. Nadie puede ser molestado en su persona, familia, domicilio, papeles o posesiones, sino en virtud de mandamiento escrito de la autoridad competente, que funde y motive la causa legal del procedimiento. En los juicios y procedimientos seguidos en forma de juicio en los que se establezca como regla la oralidad, bastará con que quede constancia de ellos en cualquier medio que dé certeza de su contenido y del cumplimiento de lo previsto en este párrafo.


…”


� Séptima Época; Registro: 238212; Instancia: Segunda Sala; Jurisprudencia; Fuente: Semanario Judicial de la Federación; Volúmenes: 97-102, Tercera Parte; Materia: común; Página: 143


� Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, publicado en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Registro digital: 216534, Tomo 64, Abril de 1993, Tesis VI.2º. J/248, Página 43, Octava Época.


� “ARTICULO 78. Cuando por el incumplimiento de las obligaciones establecidas en el artículo 56 de esta Ley, se produzcan beneficios o lucro, o se causen daños o perjuicios, la multa podrá ser de hasta tres tantos de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados. En ningún caso la multa que se imponga en términos de este párrafo podrá ser menor o igual al monto de los beneficios o lucro obtenidos, o de los daños o perjuicios causados.


En los casos en que no se produzcan beneficios o lucro, o no se causen daños o perjuicios, la multa será de sesenta a trescientos días de salario mínimo vigente en el Estado.


El monto de las multas que se impongan con base en esta Ley se actualizarán, para efectos de su pago, en la forma y términos que establece el Código Fiscal del Estado y Municipios de San Luis Potosí, tratándose de contribuciones y aprovechamientos.”





� “ARTÍCULO 103. Las autoridades substanciadoras, o en su caso, las resolutoras se abstendrán de iniciar el procedimiento de responsabilidad administrativa o de imponer sanciones administrativas, cuando de las investigaciones practicadas o derivado de la valoración de las pruebas aportadas en el procedimiento referido, adviertan que no existe daño ni perjuicio a la hacienda o al patrimonio de los entes públicos y que la actuación del servidor público esté referida a una cuestión de criterio o arbitrio opinable o debatible, en la que válidamente puedan sustentarse diversas soluciones, siempre que la conducta o abstención no constituya una desviación a la legalidad y obren constancias de los elementos que tomó en cuenta el servidor público en la decisión que adoptó.


La autoridad investigadora o el denunciante, podrán impugnar la abstención, en los términos de lo dispuesto por la presente Ley.”


� “ARTÍCULO 248. Las sentencias se pronunciarán el Magistrado de la Sala. …


La Sala, al pronunciar sentencia suplirá las deficiencias de la queja planteada en la demanda, siempre y cuando de los hechos narrados se deduzca el agravio, pero en todos los casos se contraerá a los puntos de la litis. …”


� Registro digital: 2017185 Instancia: Segunda Sala Décima Época Materias(s): Administrativa Tesis: 2a./J. 58/2018 (10a.) Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 55, Junio de 2018, Tomo II, página 1401Tipo: Jurisprudencia





� Página 28 párrafo segundo.


� Pleno en Materia Penal del Primer Circuito, Época: Décima Época, Registro: 2014660, Instancia: Plenos de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 30 de junio de 2017 10:36 h, Materia(s): (Constitucional, Penal), Tesis: PC.I.P. J/31 P (10a.).





� Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 170605, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Diciembre de 2007, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.604 A, Página: 1812.





� Séptimo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Novena Época, Registro: 181025, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tesis Aislada, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XX, Julio de 2004, Materia(s): Administrativa, Tesis: I.7o.A.301 A, Página: 1799.


� “ARTÍCULO 22 Bis. Las Salas del Tribunal podrán contar con personal denominado “auxiliares jurisdiccionales, cuyas funciones serán apoyar las actuaciones y diligencias de todo el proceso, particularmente las que desempeñan los oficiales jurisdiccionales y aquellas que les encomienden los titulares de las Salas. Tendrán fe pública para la práctica de notificaciones, inspecciones, compulsas, audiencias, desahogo de pruebas y las demás, cuya naturaleza así lo requiera”.


� “Artículo 18. Además de las funciones establecidas en el artículo 52 de la Ley, los secretarios de acuerdos tendrán las siguientes:


I. Dar fe y certificar los actos que realiza el titular y autenticar todos los hechos jurídicos de importancia para los juicios de que conoce la Sala; …”





“Artículo 20. Las funciones inherentes a los secretarios jurisdiccionales son: …


X. Suplir en sus facultades a los Secretarios de Acuerdos cuando el Magistrado respectivo lo disponga; y …”





1
70
69

